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II

(Actos cuya publicación no es una condición para su aplicabilidad)

CONSEJO

DECISIÓN DEL CONSEJO
de 25 de octubre de 1993

relativa a la celebración del Convenio sobre la diversidad biológica

(93/626/ CEE)

Considerando que la Comunidad ha realizado ya nume­
rosas acciones , en los territorios en los que se aplica el
Tratado, para proteger la diversidad biológica; que di­
chas medidas contribuyen y continuarán contribuyendo
significativamente a la protección de la biodiversidad en
el mundo ;

Considerando que la conservación de la diversidad bioló­
gica es una preocupación planetaria y que, por lo tanto,
es conveniente que la Comunidad y sus Estados miem­
bros participen en los esfuerzos internacionales encami­
nados a este objetivo, especialmente favoreciendo la pro­
tección y el uso duradero de la diversidad biológica y
concluyendo acuerdos sobre su uso y el reparto de los
beneficios que de él se obtengan ;

Considerando que la Comunidad, teniendo en cuenta las
medidas que ya ha adoptado en algunas de las áreas cu­
biertas en el Convenio, debe actuar también en estas
áreas a nivel internacional ;

Considerando que es deseable que la Comunidad y sus
Estados miembros, dentro del marco de sus respectivas
competencias en los ámbitos regulados por el Convenio,
se conviertan en partes contratantes con objeto de que
todas las obligaciones previstas en el Convenio se cum­
plan adecuadamente ;

Considerando que el Convenio debería ser aprobado,

EL CONSEJO DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS,

Visto el Tratado constitutivo de la Comunidad Econó­
mica Europea y en particular su artículo 130 S,

Vista la propuesta de la Comisión ('),

Visto el dictamen del Parlamento Europeo (2),

Visto el dictamen del Comité Económico y Social (3),

Considerando que la Comunidad y sus Estados miem­
bros han participado en las negociaciones, celebradas
bajo los auspicios del programa de las Naciones Unidas
para el medio ambiente , para preparar el Convenio sobre
la diversidad biológica ;

Considerando que, en el transcurso de la Conferencia de
las Naciones Unidas sobre medio ambiente y desarrollo,
celebrada en Río de Janeiro del 3 al 14 de junio de 1992,
la Comunidad y todos sus Estados miembros firmaron el
Convenio sobre la diversidad biológica ;

Considerando que el Convenio, en virtud de su artículo
34, está abierto a la ratificación, aceptación o aprobación
de los Estados y de los organismos regionales de integra­
ción económica ;

Considerando que la protección del medio ambiente es
uno de los objetivos de la Comunidad, con arreglo al
artículo 130 R del Tratado con inclusión de la conserva­
ción de la naturaleza y de la diversidad biológica ;

DECIDE :

Artículo 1

Queda aprobado en nombre de la Comunidad Econó­
mica Europea el Convenio sobre la diversidad biológica
firmado en Río de Janeiro en junio de 1992 .

(') DO n° C 237 de 1 . 9 . 1993, p . 4 .
O DO n° C 194 de 19. 7. 1993 .
O DO n° C 249 de 13 . 9 . 1993 , p . 1 .
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El texto del Convenio figura en el Anexo A de la pre­
sente Decisión.

la declaración que figura en el Anexo C de la presente
Decisión.

Hecho en Luxemburgo, el 25 de octubre 1993 .

Artículo 2

1 . El presidente del Consejo, en nombre de la Comu­
nidad Económica Europea, depositará el instrumento de
aprobación en poder del secretario general de las Nacio­
nes Unidas con arreglo al apartado 1 del artículo 34 del
Convenio.

2. Al mismo tiempo, el presidente, en nombre de la Co­
munidad Económica Europea, depositará la declaración
de competencia que figura en el Anexo B de la presente
Decisión, de conformidad con las disposiciones del apar­
tado 3 del artículo 34 del Convenio, así como el texto de

Por el Consejo
El Presidente

Ph. MAYSTADT
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ANEXO A

CONVENIO SOBRE LA DIVERSIDAD BIOLÓGICA

PREÁMBULO

LAS PARTES CONTRATANTES,

CONSCIENTES del valor intrínseco de la diversidad biológica y de los valores ecológicos, genéticos,
sociales, económicos, científicos , educativos, culturales, recreativos y estéticos de la diversidad biológica y
sus componentes,

CONSCIENTES asimismo de la importancia de la diversidad biológica para la evolución y para el mante­
nimiento de los sistemas necesarios para la vida de la biosfera,

AFIRMANDO que la conservación de la diversidad biológica es interés común de toda la humanidad,

REAFIRMANDO que los Estados tienen derechos soberanos sobre sus propios recursos biológicos,

REAFIRMANDO asimismo que los Estados son responsables de la conservación de su diversidad biológica
y de la utilización sostenible de sus recursos biológicos,

PREOCUPADAS por la considerable reducción de la diversidad biológica como consecuencia de determi­
nadas actividades humanas,

CONSCIENTES de la general falta de información y conocimientos sobre la diversidad biológica y de la
urgente necesidad de desarrollar capacidades científicas, técnicas e institucionales para lograr un entendi­
miento básico que permita planificar y aplicar las medidas adecuadas,

OBSERVANDO que es vital prever, prevenir y atacar en su fuente las causas de reducción o pérdida de la
diversidad biológica,

OBSERVANDO también que cuando exista una amenaza de reducción o pérdida sustancial de la diversi­
dad biológica no debe alegarse la falta de pruebas científicas inequívocas como razón para aplazar las
medidas encaminadas a evitar o reducir al mínimo esa amenaza,

OBSERVANDO asimismo que la exigencia fundamental para la conservación de la diversidad biológica es
la conservación in situ de los ecosistemas y hábitats naturales y el mantenimiento y la recuperación de
poblaciones viables de especies en sus entornos naturales,

OBSERVANDO igualmente que la adopción de medidas ex situ, preferentemente en el país de origen ;
también desempeña una función importante,

RECONOCIENDO la estrecha y tradicional dependencia de muchas comunidades locales y poblaciones
indígenas que tienen sistemas de vida tradicionales basados en los recursos biológicos, y la conveniencia de
compartir equitativamente los beneficios que se derivan de la utilización de los conocimientos tradicionales,
las innovaciones y las prácticas pertinentes para la conservación de la diversidad biológica y la utilización
sostenible de sus componentes,

RECONOCIENDO asimismo la función decisiva que desempeña la mujer en la conservación y la utiliza­
ción sostenible de la diversidad biológica y afirmando la necesidad de la plena participación de la mujer en
todos los niveles de la formulación y ejecución de políticas encaminadas a la conservación de la diversidad
biológica,

DESTACANDO la importancia y la necesidad de promover la cooperación internacional, regional y mun­
dial entre los Estados y las organizaciones intergubernamentales y el sector no gubernamental para la
conservación de la diversidad biológica y la utilización sostenible de sus componentes,

RECONOCIENDO que cabe esperar que el suministro de recursos financieros suficientes, nuevos y adi­
cionales y el debido acceso a las tecnologías pertinentes puedan modificar considerablemente la capacidad
mundial de hacer frente a la pérdida de la diversidad biológica,
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RECONOCIENDO también que es necesario adoptar disposiciones especiales para atender a las necesida­
des de los países en desarrollo, incluidos el suministro de recursos financieros nuevos y adicionales y el
debido acceso a las tecnologías pertinentes,

TOMANDO NOTA a este respecto de las condiciones especiales de los países menos adelantados y de los
pequeños Estados insulares,

RECONOCIENDO que se precisan inversiones considerables para conservar la diversidad biológica y que
cabe esperar que esas inversiones entrañen una amplia gama de beneficios ecológicos, económicos y socia­
les,

RECONOCIENDO que el desarrollo económico y social y la erradicación de la pobreza son prioridades
básicas y fundamentales de los países en desarrollo,

CONSCIENTES de que la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica tienen impor­
tancia crítica para satisfacer las necesidades alimentarías, de salud y de otra naturaleza de la población
mundial en crecimiento, para lo que son esenciales el acceso a los recursos genéticos y a las tecnologías, y
la participación en esos recursos y tecnologías,

TOMANDO NOTA de que, en definitiva, la conservación y la utilización sostenible de la diversidad
biológica fortalecerán las relaciones de amistad entre los Estados y contribuirán a la paz de la humanidad,

DESEANDO fortalecer y complementar los arreglos internacionales existentes para la conservación de la
diversidad biológica y la utilización sostenible de sus componentes, y

RESUELTAS a conservar y utilizar de manera sostenible la diversidad biológica en beneficio de las genera­
ciones actuales y futuras,

HAN ACORDADO LO SIGUIENTE :

Artículo 1

Objetivos

Los objetivos del presente Convenio, que se han de per­
seguir de conformidad con sus disposiciones pertinentes ,
son la conservación de la diversidad biológica, la utiliza­
ción sostenible de sus componentes y la participación
justa y equitativa en los beneficios que se deriven de la
utilización de los recursos genéticos , mediante, entre
otras cosas, un acceso adecuado a esos recursos y una
transferencia apropiada de las tecnologías pertinentes, te­
niendo en cuenta todos los derechos sobre esos recursos
y a esas tecnologías, así como mediante una financiación
apropiada.

Artículo 2

Términos utilizados

A los efectos del presente Convenio :

Por «área protegida» se entiende un área definida geo­
gráficamente que haya sido designada o regulada y ad­
ministrada a fin de alcanzar objetivos específicos de con­
servación .

Por «biotecnología» se entiende toda aplicación tecnoló­
gica que utilice sistemas biológicos y organismos vivos o
sus derivados para la creación o modificación de produc­
tos o procesos para usos específicos .

Por «condiciones in situ» se entienden las condiciones en
que existen recursos genéticos dentro de ecosistemas y

hábitats naturales y, en el caso de las especies domestica­
das o cultivadas, en los entornos en que hayan desarro­
llado sus propiedades específicas .
Por «conservación ex situ» se entiende la conservación de
componentes de la diversidad biológica fuera de sus há­
bitats naturales .

Por «conservación in situ» se entiende la conservación de
los ecosistemas y los hábitats naturales y el manteni­
miento y recuperación de poblaciones viables de especies
en sus entornos naturales y, en el caso de las especies
domesticadas y cultivadas, en los entornos en que hayan
desarrollado sus propiedades específicas .

Por «diversidad biológica» se entiende la variabilidad de
organismos vivos de cualquier fuente, incluidos , entre
otras cosas, los ecosistemas terrestres y marinos y otros
ecosistemas acuáticos y los complejos ecológicos de los
que forman parte ; comprende la diversidad dentro de
cada especie, entre las especies y de los ecosistemas .

Por «ecosistema» se entiende un complejo dinámico de
comunidades vegetales, animales y de microorganismos y
su medio no viviente que interactúan como una unidad
funcional .

Por «especie domesticada o cultivada» se entiende una
especie en cuyo proceso de evolución han influido los
seres humanos para satisfacer sus propias necesidades.

Por «hábitat» se entiende el lugar o tipo de ambiente en
el que existen naturalmente un organismo o una pobla­
ción.
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Por «material genético» se entiende todo material de ori­
gen vegetal, animal, microbiano o de otro tipo que con­
tenga unidades funcionales de la herencia.

Por «organización de integración económica regional» se
entiende una organización constituida por Estados sobe­
ranos de una región determinada, a la que sus Estados
miembros han transferido competencias en los asuntos
regidos por el presente Convenio y que ha sido debida­
mente facultada, de conformidad con sus procedimientos
internos , para firmar, ratificar, aceptar o aprobar el Con­
venio o adherirse a él .

Por «país de origen de recursos genéticos» se entiende el
país que posee esos recursos genéticos en condiciones irt
situ.

Por «país que aporta recursos genéticos» se entiende el
país que suministra recursos genéticos obtenidos de fu­
nentes in situ, incluidas las poblaciones de especies silves­
tres y domesticadas, o de fuentes ex situ, que pueden te­
ner o no su origen en ese país.

Por «recursos biológicos» se entienden los recursos gené­
ticos, los organismos o partes de ellos, las poblaciones, o
cualquier otro tipo del componente biótico de los ecosis­
temas de valor o utilidad real o potencial para la huma­
nidad .

\

Convenio, las disposiciones del Convenio se aplicarán,
en relación con cada Parte contratante :

a) en el caso de componentes de la diversidad biológica,
en las zonas situadas dentro de los límites de su juris­
dicción nacional ; y

b) en el caso de procesos y actividades realizados bajo su
jurisdicción o control, y con independencia de dónde
se manifiesten sus efectos , dentro o fuera de las zonas
sujetas a su jurisdicción nacional.

Artículo 5

Cooperación

Cada Parte contratante, en la medida de lo posible y se­
gún proceda, cooperará con otras Partes contratantes ,
directamente o, cuando proceda, a través de las organi­
zaciones internacionales competentes, en lo que respecta
a las zonas no sujetas a jurisdicción nacional, y en otras
cuestiones de interés común para la conservación y la
utilización sostenible de la diversidad biológica.

Artículo 6

Medidas generales a los efectos de la conservación y la
utilización sostenible

Cada Parte contratante, con arreglo a sus condiciones y
capacidades particulares :

a) elaborará estrategias, planes o programas nacionales
para la conservación y la utilización sostenible de la
diversidad biológica o adaptará para ese fin las estra­
tegias, planes o programas existentes, que habrán de
reflejar, entre otras cosas, las medidas establecidas en
el presente Convenio que sean pertinentes para la
Parte contratante interesada ; y

b) integrará, en la medida de lo posible y según proceda,
la conservación y la utilización sostenible de la diver­
sidad biológica en los planes , programas y políticas
sectoriales o intersectoriales .

Artículo 7

Identificación y seguimiento
Cada Parte contratante, en la medida de lo posible y se­
gún proceda, en especial para los fines de los artículos 8
a 10 :

a) identificará los componentes de la diversidad bioló­
gica que sean importantes para su conservación y uti­
lización sostenible, teniendo en consideración la lista
indicativa de categorías que figura en el Anexo I ;

b) procederá, mediante muestreo y otras técnicas, al se­
guimiento de los componentes de la diversidad bioló­
gica identificados de conformidad con el apartado a),
prestando especial atención a los que requieran la
adopción de medidas urgentes de conservación y a los
que ofrezcan el mayor potencial para la utilización
sostenible ;

Por «recursos genéticos» se entiende el material genético
de valor real o potencial.

El término «tecnología» incluye la biotecnología.

Por «utilización sostenible» se entiende la utilización de
componentes de la diversidad biológica de un modo y a
un ritmo que no ocasione la disminución a largo plazo
de la diversidad biológica, con lo cual se mantienen las
posibilidades de ésta de satisfacer las necesidades y las
aspiraciones de las generaciones actuales y futuras .

Artículo 3

Principio
De conformidad con la Carta de las Naciones Unidas y
con los principios del Derecho internacional, los Estados
tienen el derecho soberano de explotar sus propios recur­
sos en aplicación de su propia política ambiental y la
obligación de asegurar que las actividades que se lleven a
cabo dentro de su jurisdicción o bajo su control no per­
judiquen al medio de otros Estados o de zonas situadas
fuera de toda jurisdicción nacional .

Artículo 4

Ámbito jurisdiccional
Con sujeción a los derechos de otros Estados, y a menos
que se establezca expresamente otra cosa en el presente
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c) identificará los procesos y categorías de actividades
que tengan, o sea probable que tengan, efectos perju­
diciales importantes en la conservación y utilización
sostenible de la diversidad biológica y procederá, me­
diante muestreo y otras técnicas , al seguimiento de
esos efectos ; y

d) mantendrá y organizará, mediante cualquier meca­
nismo, los datos derivados de las actividades de iden­
tificación y seguimiento de conformidad con los apar­
tados a), b) y c) de este artículo.

Artículo 8

Conservación in situ

Cada Parte contratante, en la medida de lo posible y se­
gún proceda :

a) establecerá un sistema de áreas protegidas o áreas
donde haya que tomar medidas especiales para con­
servar la diversidad biológica ;

b) cuando sea necesario, elaborará directrices para la
selección, el establecimiento y la ordenación de áreas
protegidas o áreas donde haya que tomar medidas
especiales para conservar la diversidad biológica;

c) reglamentará o administrará los recursos biológicos
importantes para la conservación de la diversidad
biológica, ya sea dentro o fuera de las áreas protegi­
das, para garantizar su conservación y utilización
sostenible ;

d) promoverá la protección de ecosistemas y hábitats
naturales y el mantenimiento de poblaciones viables
de especies en entornos naturales ;

e) promoverá un desarrollo ambientalmente adecuado y
sostenible en zonas adyacentes a áreas protegidas,
con miras a aumentar la protección de esas zonas ;

f) rehabilitará y restaurará ecosistemas degradados y
promoverá la recuperación de especies amenazadas,
entre otras cosas mediante la elaboración y la aplica­
ción de planes u otras estrategias de ordenación ;

g) establecerá o mantendrá medios para regular, admi­
nistrar o controlar los riesgos derivados de la utiliza­
ción y la liberación de organismos vivos modificados
como resultado de la biotecnología que es probable
tengan repercusiones ambientales adversas que pue­
dan afectar a la conservación y a la utilización soste­
nible de la diversidad biológica, teniendo también en
cuenta los riesgos para la salud humana ;

h) impedirá que se introduzcan, controlará o erradicará
las especies exóticas que amenacen a ecosistemas, há­
bitats o especies ;

i) procurará establecer las condiciones necesarias para
armonizar las utilizaciones actuales con la conserva­

ción de la diversidad biológica y la utilización soste­
nible de sus componentes ;

j) con arreglo a su legislación nacional, respetará, pre­
servará y mantendrá los conocimientos, las innova­
ciones y las prácticas de las comunidades indígenas y
locales que entrañen estilos tradicionales de vida per­
tinentes para la conservación y la utilización sosteni­
ble de la diversidad biológica y promoverá su aplica­
ción más amplia, con la aprobación y la participación
de quienes posean esos conocimientos, innovaciones
y prácticas, y fomentará que los beneficios derivados
de la utilización de esos conocimientos, innovaciones
y prácticas se compartan equitativamente ;

k) establecerá o mantendrá la legislación necesaria y/u
otras disposiciones de reglamentación para la protec­
ción de especies y poblaciones amenazadas ;

1) cuando se haya determinado, de conformidad con el
artículo 7, un efecto adverso importante para la di­
versidad biológica, reglamentará u ordenará los pro­
cesos y categorías de actividades pertinentes ; y

m) cooperará en el suministro de apoyo financiero y de
otra naturaleza para la conservación in situ a que se
refieren las letras a) a 1) de este artículo, particular­
mente a países en desarrollo.

Artículo 9

Conservación ex situ

Cada Parte contratante, en la medida de lo posible y se­
gún proceda, y principalmente a fin de complementar las
medidas in situ :

a) adoptará medidas para la conservación ex situ de
componentes de la diversidad biológica, preferible­
mente en el país de origen de esos componentes ;

b) establecerá y mantendrá instalaciones para la conser­
vación ex situ y la investigación de plantas, animales y
microorganismos, preferiblemente en el país de origen
de recursos genéticos ;

c) adoptará medidas destinadas a la recuperación y re­
habilitación de las especies amenazadas y a la reintro­
ducción dé éstas en sus hábitats naturales en condi­
ciones apropiadas ;

d) reglamentará y gestionará la recolección de recursos
biológicos de los hábitats naturales a efectos de con­
servación ex situ, con objeto de no amenazar los eco­
sistemas ni las poblaciones in situ de las especies,
salvo cuando se requieran medidas ex situ temporales
especiales conforme al apartado c) de este artículo ; y

e) cooperará en el suministro de apoyo financiero y de
otra naturaleza para la conservación ex situ a que se
refieren las letras a) a d) de este artículo y en el esta­
blecimiento y mantenimiento de instalaciones para la
conservación ex situ en países en desarrollo .
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Artículo 10

Utilización sostenible de los componentes de la diversidad
biológica

Cada Parte contratante, en la medida de lo posible y
según proceda :

a) integrará el examen de la conservación y la utiliza­
ción sostenible de los recursos biológicos en los pro­
cesos nacionales de adopción de decisiones ;

b) adoptará medidas relativas a la utilización de los re­
cursos biológicos para evitar o reducir al mínimo los
efectos adversos para la diversidad biológica ;

c) protegerá y alentará la utilización consuetudinaria de
los recursos biológicos, de conformidad con las prác­
ticas culturales tradicionales que sean compatibles con
las exigencias de la conservación o de la utilización
sostenible ;

d) prestará ayuda a las poblaciones locales para preparar
y aplicar medidas correctivas en las zonas degradadas
donde la diversidad biológica se ha reducido ; y

e) fomentará la cooperación entre sus autoridades gu­
bernamentales y su sector privado en la elaboración
de métodos para la utilización sostenible de los recur­
sos biológicos .

Artículo 11

Incentivos

Cada Parte contratante, en la medida de lo posible y se­
gún proceda, adoptará medidas económica y socialmente
idóneas que actúen como incentivos para la conservación
y la utilización sostenible de los componentes de la di­
versidad biológica.

Artículo 12

Investigación y capacitación
Las Partes contratantes, teniendo en cuenta las necesida­
des especiales de los países en desarrollo :

a) establecerán y mantendrán programas de educación y
capacitación científica y técnica en medidas de identi­
ficación, conservación y utilización sostenible de la
diversidad biológica y sus componentes y prestarán
apoyo para tal fin centrado en las necesidades especí­
ficas de los países en desarrollo ;

b) promoverán y fomentarán la investigación que contri­
buya a la conservación y a la utilización sostenible de
la diversidad biológica, particularmente en los países
en desarrollo, entre otras cosas, de conformidad con
las decisiones adoptadas por la Conferencia de las
Partes a raíz de las recomendaciones del órgano sub­
sidiario de asesoramiento científico, técnico y tecno­
lógico ; y

c) de conformidad con las disposiciones de los artículos
16, 18 y 20, promoverán la utilización de los adelan­

tos científicos en materia de investigaciones sobre di­
versidad biológica para la elaboración de métodos de
conservación y utilización sostenible de los recursos
biológicos, y cooperarán en esa esfera.

Artículo 13

Educación y conciencia pública
Las Partes contratantes :

a) promoverán y fomentarán la comprensión de la im­
portancia de la conservación de la diversidad bioló­
gica y de las medidas necesarias a esos efectos , así
como su propagación a través de los medios de infor­
mación, y la inclusión de esos temas en los programas
de educación ; y

b) cooperarán, según proceda, con otros Estados y orga­
nizaciones internacionales en la elaboración de pro­
gramas de educación y sensibilización del público en
lo que respecta a la conservación y la utilización sos­
tenible de la diversidad biológica.

Artículo 14

Evaluación del impacto y reducción al mínimo del im­
pacto adverso

1 . Cada Parte contratante, en la medida de lo posible
y según proceda :

a) establecerá procedimientos apropiados por los que se
exija la evaluación del impacto ambiental de sus
proyectos propuestos que puedan tener efectos adver­
sos importantes para la diversidad biológica con miras
a evitar o reducir al mínimo esos efectos y, cuando
proceda, permitirá la participación del público en esos
procedimientos ;

b) establecerá arreglos apropiados para asegurarse de
que se tengan debidamente en cuenta las consecuen­
cias ambientales de sus programas y políticas que pue­
dan tener efectos adversos importantes para la diversi­
dad biológica ;

c) promoverá, con carácter recíproco, la notificación, el
intercambio de información y las consultas acerca de
las actividades bajo su jurisdicción o control que pre­
visiblemente tendrían efectos adversos importantes
para la diversidad biológica de otros Estados o de zo­
nas no sujetas a jurisdicción nacional, alentando la
concertación de acuerdos bilaterales , regionales o
multilaterales , según proceda;

d) notificará inmediatamente, en caso de que se originen
bajo su jurisdicción o control peligros inminentes o
graves para la diversidad biológica o daños a esa di­
versidad en la zona bajo la jurisdicción de otros Esta­
dos o en zonas más allá de los límites de la jurisdic­
ción nacional, a los Estados que puedan verse afecta­
dos por esos peligros o esos daños, además de iniciar
medidas para prevenir o reducir al mínimo esos peli­
gros o esos daños ; y
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midad con los artículos 16 y 19 y, cuando sea necesario,
por conducto del mecanismo financiero previsto en los
artículos 20 y 21 , para compartir en forma justa y equita­
tiva los resultados de las actividades de investigación y
desarrollo y los beneficios derivados de la utilización co­
mercial y de otra índole de los recursos genéticos con la
Parte cofttratante que aporta esos recursos . Esa partici­
pación se llevará a cabo en condiciones mutuamente
acordadas .

Artículo 16

Acceso a la tecnología y transferencia de tecnología
1 . Cada Parte contratante, reconociendo que la tecno­
logía incluye la biotecnología, y que tanto el acceso a la
tecnología como su transferencia entre Partes contra­
tantes son elementos esenciales para el logro de los obje­
tivos del presente Convenio, se compromete, con suje­
ción a las disposiciones del presente artículo, a asegurar
y/o facilitar a otras Partes contratantes el acceso a tec­
nologías pertinentes para la conservación y utilización
sostenible de la diversidad biológica o que utilicen recur­
sos genéticos y no causen daños significativos al medio
ambiente, así como la transferencia de esas tecnologías .

2 . El acceso de los países en desarrollo a la tecnología
y la transferencia de tecnología a esos países, a que se
refiere el apartado 1 , se asegurará y/o facilitará en con­
diciones justas y en los términos más favorables , inclui­
das las condiciones preferenciales y concesionarias que se
establezcan de común acuerdo, y, cuando sea necesario,
de conformidad con el mecanismo financiero establecido
en los artículos 20 y 21 . En el caso de tecnología sujeta a
patentes y otros derechos de propiedad intelectual, el ac­
ceso a esa tecnología y su transferencia se asegurarán en
condiciones que tengan en cuenta la protección ade­
cuada y eficaz de los derechos de propiedad intelectual y
sean compatibles con ella. La aplicación de este apartado
se ajustará a los apartados 3 , 4 y 5 del presente artículo .

e) promoverá arreglos nacionales sobre medidas de mer­
gencia relacionadas con actividades o acontecimientos
naturales o de otra índole que entrañen graves e inmi­
nentes peligros para la diversidad biológica, apoyará
la cooperación internacional para complementar esas
medidas nacionales y, cuando proceda y con el
acuerdo de los Estados o las organizaciones regiona­
les de integración económica interesados, establecerá
planes conjuntos para situaciones imprevistas.

2 . La Conferencia de las Partes examinará, sobre la
base de estudios que se llevarán a cabo, la cuestión de la
responsabilidad y reparación, incluso el restablecimiento
y la indemnización por daños causados a la diversidad
biológica, salvo cuando esa responsabilidad sea una cues­
tión puramente interna.

Artículo 15

Acceso a los recursos genéticos
1 . En reconocimiento de los derechos soberanos de
los Estados sobre sus recursos naturales, la facultad de
regular el acceso a los recursos genéticos incumbe a los
gobiernos nacionales y está sometida a la legislación na­
cional .

2 . Cada Parte contratante procurará crear condiciones
para facilitar a otras Partes contratantes el acceso a los
recursos genéticos para utilizaciones ambientalmente
adecuadas, y no imponer restricciones contrarias a los
objetivos del presente Convenio .

3 . A los efectos del presente Convenio, los recursos
genéticos suministrados por una Parte contratante a los
que se refieren este artículo y los artículos 16 y 19 son
únicamente los suministrados por Partes contratantes que
son países de origen de esos recursos o por las Partes
que hayan adquirido los recursos genéticos de conformi­
dad con el presente Convenio.

4. Cuando se conceda acceso , éste será en condiciones
mutuamente convenidas y estará sometido a lo dispuesto
en el presente artículo.

5 . El acceso a los recursos genéticos estará sometido
al consentimiento fundamentado previo de la Parte con­
tratante que proporciona los recursos, a menos que esa
Parte decida otra cosa.

6. Cada Parte contratante procurará promover y reali­
zar investigaciones científicas basadas en los recursos ge­
néticos proporcionados por otras Partes contratantes con
la plena participación de esas Partes contratantes, y de
ser posible en ellas .

3 . Cada Parte contratante tomará medidas legislativas,
administrativas o de política, según proceda, con objeto
de que se asegure a las Partes contratantes, en particular
las que son países en desarrollo, que aportan recursos
genéticos, el acceso a la tecnología que utilice ese mate­
rial y la transferencia de esa tecnología, en condiciones
mutuamente acordadas, incluida la tecnología protegida
por patentes y otros derechos de propiedad intelectual,
cuando sea necesario mediante las disposiciones de los
artículos 20 y 21 , y con arreglo al Derecho internacional
y en armonía con los apartados 4 y 5 del presente ar­
tículo.

4 . Cada Parte contratante tomará medidas legislativas ,
administrativas o de política, según proceda, con objeto
de que el sector privado facilite el acceso a la tecnología
a que se refiere el apartado 1 , su desarrollo conjunto y
su transferencia en beneficio de las instituciones guber­
namentales y el sector privado de los países en desarro­

7 . Cada Parte contratante tomará medidas legislativas,
administrativas o de política, según proceda, de confor­
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del presente Convenio. Con tal fin, las Partes contra­
tantes promoverán también la cooperación para la capa­
citación de personal y el intercambio de expertos.

5 . Las Partes contratantes , si así lo convienen de mu­
tuo acuerdo, fomentarán el establecimiento de progra­
mas conjuntos de investigación y de empresas conjuntas
para el desarrollo de tecnologías pertinentes para los ob­
jetivos del presente Convenio.

Artículo 19

Gestión de la biotecnología y distribución de sus benefi­
cios

lio, y a ese respecto acatará las obligaciones establecidas
en los apartados 1 , 2 y 3 del presente artículo.

5 . Las Partes contratantes , reconociendo que las pa­
tentes y otros derechos de propiedad intelectual pueden
influir en la aplicación del presente Convenio, coopera­
rán a este respecto de conformidad con la legislación na­
cional y el Derecho internacional para velar por que esos
derechos apoyen y no se opongan a los objetivos del pre­
sente Convenio.

Artículo 17

Intercambio de información

1 . Las Partes contratantes facilitarán el intercambio de
información de todas las fuentes públicamente disponi­
bles pertinente para la conservación y la utilización sos­
tenible de la diversidad biológica, teniendo en cuenta las
necesidades especiales de los países en desarrollo .

2 . Ese intercambio de información incluirá el inter­
cambio de los resultados de las investigaciones técnicas,
científicas y socioeconómicas, así como información so­
bre programas de capacitación y de estudio, conocimien­
tos especializados, conocimientos autóctonos y tradicio­
nales, por sí solos y en combinación con las tecnologías
mencionadas en el apartado 1 del artículo 16. También
incluirá, cuando sea viable, la repatriación de la informa­
ción.

Artículo 18

Cooperación científica y técnica
1 . Las Partes contratantes fomentarán la cooperación
científica y técnica internacional en la esfera de la con­
servación y utilización sostenible de la diversidad bioló­
gica, cuando sea necesario por conducto de las institu­
ciones nacionales e internacionales competentes .

2 . Cada Parte contratante promoverá la cooperación
científica y técnica con otras Partes contratantes, en par­
ticular los países en desarrollo, en la aplicación del pre­
sente Convenio, mediante, entre otras cosas, el desarro­
llo y la aplicación de políticas nacionales . Al fomentar
esa cooperación debe prestarse especial atención al desa­
rrollo y fortalecimiento de la capacidad nacional, me­
diante el desarrollo de los recursos humanos y la crea­
ción de instituciones .

3 . La Conferencia de las Partes, en su primera reu­
nión, determinará la forma de establecer un mecanismo
de facilitación para promover y facilitar la cooperación
científica y técnica.

4 . De conformidad con la legislación y las políticas
nacionales , las Partes contratantes fomentarán y desarro­
llarán métodos de cooperación para el desarrollo y utili­
zación de tecnologías , incluidas las tecnologías autócto­
nas y tradicionales , para la consecución de los objetivos

1 . Cada Parte contratante adoptará medidas legislati­
vas, administrativas o de política, según proceda, para
asegurar la participación efectiva en las actividades de in­
vestigación sobre biotecnología de las Partes contra­
tantes, en particular los países en desarrollo, que aportan
recursos genéticos para tales investigaciones, y, cuando
sea factible, en esas Partes contratantes .

2 . Cada Parte contratante adoptará todas las medidas
practicables para promover e impulsar en condiciones
justas y equitativas el accesso prioritario de las Partes
contratantes, en particular los países en desarrollo, a los
resultados y beneficios derivados de las biotecnologías
basadas en recursos genéticos aportados por esas Partes
contratantes. Dicho acceso se concederá conforme a
condiciones determinadas por mutuo acuerdo.

3 . Las Partes estudiarán la necesidad y las modalida­
des de un protocolo que establezca procedimientos ade­
cuados, incluido en particular el consentimiento funda­
mentado previo , en la esfera de la transferencia, manipu­
lación y utilización de cualesquiera organismos vivos
modificados resultantes de la biotecnología que puedan
tener efectos adversos para la conservación y la utiliza­
ción sostenible de la diversidad biológica.

4 . Cada Parte contratante proporcionará, directamen­
teo o exigiéndoselo a toda persona natural o jurídica
bajo su jurisdicción que suministre los organismos a los
que se hace referencia en el apartado 3 , toda la informa­
ción disponible acerca de las reglamentaciones relativas
al uso y la seguridad requeridas por esa Parte contra­
tante para la manipulación de dichos organismos, así
como toda información disponible sobre los posibles
efectos adversos de los organismos específicos de que se
trate, a la Parte contratante en la que esos organismos
hayan de introducirse .

Artículo 20

Recursos financieros

1 . Cada Parte contratante se compromete a propor­
cionar, con arreglo a su capacidad, apoyo e incentivos
financieros respecto de las actividades que tengan la fina­
lidad de alcanzar los objetivos del presente Convenio, de
conformidad con sus planes , prioridades y programas na­
cionales .
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ción y su ubicación, en las Partes que son países en desa­
rrollo, en especial los Estados insulares pequeños .

7 . También se tendrá en cuenta la situación especial
de los países en desarrollo incluidos los que son más vul­
nerables desde el punto de vista del medio ambiente,
como los que poseen zonas áridas y semiáridas , costeras
y montañosas .

2 . Las Partes que son países desarrollados proporcio­
narán recursos financieros nuevos y adicionales para que
las Partes que son países en desarrollo puedan sufragar
íntegramente los costos incrementales convenidos que
entrañe la aplicación de medidas en cumplimiento de las
obligaciones contraídas en virtud del presente Convenio
y beneficiarse de las disposiciones del Convenio . Esos
costos se determinarán de común acuerdo entre cada
Parte que sea país en desarrollo y la estructura institucio­
nal contemplada en el artículo 21 , de conformidad con la
política, la estrategia, las prioridades programáticas, los
criterios de elegibilidad y una lista indicativa de costos
incrementales establecida por la Conferencia de las Par­
tes . Otras Partes, incluidos los países que se encuentran
en un proceso de transición hacia una economía de mer­
cado, podrán asumir voluntariamente las obligaciones de
las Partes que son países desarrollados . A los efectos del
presente artículo, la Conferencia de las Partes estable­
cerá, en su primera reunión, una lista de Partes que son
países desarrollados y de otras Partes que asuman volun­
tariamente las obligaciones de las Partes que son países
desarrollados . La Conferencia de las Partes examinará
periódicamente la lista y la modificará si es necesario. Se
fomentará también la aportación de contribuciones vo­
luntarias por parte de otros países y fuentes . Para el
cumplimiento de esos compromisos se tendrán en cuenta
la necesidad de conseguir que la corriente de fondos sea
suficiente, previsible y oportuna y la importancia de dis­
tribuir los costos entre las Partes contribuyentes incluidas
en la lista.

Artículo 21

Mecanismo financiero

1 . Se establecerá un mecanismo para el suministro de
recursos financieros a los países en desarrollo , Partes a
los efectos del presente Convenio, con carácter de sub­
venciones o en condiciones favorables, y cuyos elementos
fundamentales se describen en el presente artículo. El
mecanismo funcionará bajo la autoridad y orientación de
la Conferencia de las Partes a los efectos de este Conve­
nio, ante quien será responsable. Las operaciones del me­
canismo se llevarán a cabo por conducto de la estructura
institucional que decida la Conferencia de las Partes en
su primera reunión . A los efectos del présente Convenio,
la Conferencia de las Partes determinará la política, la
estrategia, las prioridades programáticas y los criterios
para el acceso a esos recursos y su utilización . En las
contribuciones se habrá de tener en cuenta la necesidad
de una corriente de fondos previsible, suficiente y opor­
tuna, tal como se indica en el artículo 20 y de conformi­
dad con el volumen de recursos necesarios, que la Con­
ferencia de las Partes decidirá periódicamente, así como
la importancia de compartir los costos entre las Partes
contribuyentes incluidas en la lista mencionada en el
apartado 2 del artículo 20 . Los países desarrollados Par­
tes y otros países y fuentes podrán también aportar con­
tribuciones voluntarias . El mecanismo funcionará con un
sistema de gobierno democrático y transparente .

3 . Las Partes que son países desarrollados podrán
aportar asimismo recursos financieros relacionados con
la aplicación del presente Convenio por conducto de ca­
nales bilaterales , regionales y multilaterales de otro tipo,
y las Partes que son países en desarrollo podrán utilizar
dichos recursos .

4 . La medida en que las Partes que sean países en de­
sarrollo cumplan efectivamente las obligaciones contraí­
das en virtud de este Convenio dependerá del cumpli­
miento efectivo por las Partes que sean países desarrolla­
dos de sus obligaciones en virtud de este Convenio rela­
tivas a los recursos financieros y a la transferencia de
tecnología, y se tendrá plenamente en cuenta a este res­
pecto que el desarrollo económico y social y la erradica­
ción de la pobreza son las prioridades primordiales y su­
premas de las Partes que son países en desarrollo .

2 . De conformidad con los objetivos del presente
Convenio, la Conferencia de las Partes establecerá en su
primera reunión la política, la estrategia y las prioridades
programáticas, así como las directrices y los criterios de­
tallados para el acceso a los recursos financieros y su uti­
lización, incluidos el seguimiento y la evaluación periódi­
cos de esa utilización . La Conferencia de las Partes acor­
dará las disposiciones para dar efecto al apartado 1 , tras
consulta con la estructura institucional encargada del
funcionamiento del mecanismo financiero .

5 . Las Partes tendrán plenamente en cuenta las necesi­
dades concretas y la situación especial de los países
menos adelantados en sus medidas relacionadas con la
financiación y la transferencia de tecnología.

3 . La Conferencia de las Partes examinará la eficacia
del mecanismo establecido con arreglo a este artículo,
comprendidos los criterios y las directrices a que se hace
referencia en el apartado 2 cuando hayan transcurrido al

6 . Las Partes contratantes también tendrán en cuenta
las condiciones especiales que son resultado de la depen­
dencia respecto de la diversidad biológica, su distribu­
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menos dos aftos de la entrada en vigor del presente Con­
venio , y periódicamente en adelante . Sobre la base de ese
examen adoptará las medidas adecuadas para mejorar la
eficacia del mecanismo, si es necesario .

4 . Las Partes contratantes estudiarán la posibilidad de
la posibilidad de reforzar las instituciones financieras
existentes con el fin de facilitar recursos financieros para
la conservación y la utilización sostenible de la diversi­
dad biológica.

Artículo 22

Relación con otros convenios internacionales

1 . Las disposiciones de este Convenio no afectarán a
los derechos y obligaciones de toda Parte contratante
derivados de cualquier acuerdo internacional existente,
excepto cuando el ejercicio de esos derechos y el cumpli­
miento de esas obligaciones pueda causar graves daños a
la diversidad biológica o ponerla en peligro .

2 . Las Partes contratantes aplicarán el presente Con­
venio con respecto al medio marino, de conformidad con
los derechos y obligaciones de los Estados con arreglo al
derecho del mar.

Artículo 23

Conferencia de las Partes

1 . Queda establecida una Conferencia de las Partes .
El director ejecutivo del programa de las Naciones Uni­
das para el medio ambiente convocará la primera reu­
nión de la Conferencia de las Partes a más tardar un año
después de la entrada en vigor del presente Convenio .
De allí en adelante, las reuniones ordinarias de la Confe­
rencia de las Partes se celebrarán a los intervalos regula­
res que determine la Conferencia en su primera reunión .

2 . Las reuniones extraordinarias de la Conferencia de
las Partes se celebrarán cuando la Conferencia lo estime
necesario o cuando cualquiera de las Partes lo solicite
por escrito, siempre que, dentro de los seis meses si­
guientes de haber recibido de la secretaría comunicación
de dicha solicitud, un tercio de las Partes , como mínimo,
la apoye .

3 . La Conferencia de las Partes acordará y adoptará
por consenso su reglamento interno y los de cualesquiera
órganos subsidiarios que establezca, así el reglamento fi­
nanciero que regirá la financiación de la secretaría. En
cada reunión ordinaria, la Conferencia de las Partes
aprobará un presupuesto para el ejercicio financiero que
transcurrirá hasta la reunión ordinaria siguiente .

4 . La Conferencia de las Partes examinará la aplica­
ción de este Convenio y, con ese fin ;

a) establecerá la forma y los intervalos para transmitir la
información que deberá presentarse de conformidad
con el artículo 26, y examinará esa información, así
como los informes presentados por cualquier órgano
subsidiario :

b) examinará el asesoramiento científico, técnico y tec­
nológico sobre la diversidad biológica facilitado con­
forme al artículo 25 ;

c) examinará y adoptará, según proceda, protocolos de
conformidad con el artículo 28 ;

d) examinará y adoptará, según proceda, las enmiendas
al presente Convenio y a sus Anexos, conforme a los
artículos 29 y 30 ;

e) examinará las enmiendas a todos los protocolos , así
como a todos los anexos de los mismos y, si así se
decide, recomendará su adopción a las Partes en el
protocolo pertinente ;

f) examinará y adoptará anexos adicionales al presente
Convenio, según proceda, de conformidad con el
artículo 30 ;

g) establecerá los órganos subsidiarios , especialmente de
asesoramiento científico y técnico, que se consideren
necesarios para la aplicación del presente Convenio ;

h) entrará en contacto , por medio de la secretaría, con
los órganos ejecutivos de los convenios que traten
cuestiones reguladas por el presente Convenio, con
miras a establecer formas adecuadas de cooperación
con ellos ; e

i) examinará y tomará todas las demás medidas necesa­
rias para la consecución de los objetivos del presente
Convenio a la luz de la experiencia adquirida durante
su aplicación.

5 . Las Naciones Unidas , sus organismos especializa­
dos y el Organismo internacional de energía atómica, así
como todo Estado que no sea Parte en el presente Con­
venio, podrán estar representados como observadores en
las reuniones de la Conferencia de las Partes . Cualquier
otro órgano u organismo nacional o internacional, ya sea
gubernamental o no gubernamental , con competencia en
las esferas relacionadas con la conservación y utilización
sostenible de la diversidad biológica, que haya informado
a la secretaría de su deseo de estar representado, como
observador, en una reunión de la Conferencia de las
Partes, podrá ser admitido a participar salvo si un tercio,
por lo menos, de las Partes presentes se oponen a ello.
La admisión y participación de observadores estarán su­
jetas al reglamento aprobado por la Conferencia de las
Partes .

Artículo 24

Secretaría

1 . Queda establecida una secretaría, con las funciones
siguientes :
a) organizar las reuniones de la Conferencia de las Par­

tes previstas en el artículo 23, y prestar los servicios
necesarios ;

b) desempeñar las funciones que se le asignen en los
protocolos ;

c) preparar informes acerca de las actividades que desa­
rrolle en desempeño de sus funciones en virtud del
presente Convenio, para presentarlos a la Conferencia
de las Partes ;
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d) asegurar la coordinación necesaria con otros órganos
internacionales pertinentes y, en particular, concertar
los arreglos administrativos y contractuales que pue­
dan ser necesarios para el desempeño eficaz de sus
funciones ; y

e) desempeñar las demás funciones que determine la
Conferencia de las Partes .

2 . En su primera reunión ordinaria, la Conferencia de
las Partes designará la secretaría escogiéndola entre las
organizaciones internacionales competentes que se hayan
mostrado dispuestas a desempeñar las funciones de se­
cretaría establecidas en el presente Convenio .

Artículo 25

órgano subsidiario de asesoramiento científico, técnico y
tecnológico

1 . Queda establecido un órgano subsidiario de aseso­
ramiento científico, técnico y tecnológico a fin de pro­
porcionar a la Conferencia de las Partes y, cuando pro­
ceda, a sus otros órganos subsidiarios, asesoramiento
oportuno sobre la aplicación del presente Convenio . Este
órgano estará abierto a la participación de todas las Par­
tes y será multidisciplinario . Estará integrado por repre­
sentantes de los gobiernos con competencia en el campo
de especialización pertinente. Presentará regularmente
informes a la Conferencia de las Partes sobre todos los
aspectos de su labor.

2 . Bajo la autoridad de la Conferencia de las Partes ,
de conformidad con directrices establecidas por ésta y a
petición de la propia Conferencia, este órgano ;

a) proporcionará evaluaciones científicas y técnicas del
estado de la diversidad biológica ;

b) preparará evaluaciones científicas y técnicas de los
efectos de los tipos de medidas adoptadas de confor­
midad con las disposiciones del presente Convenio ;

c) identificará las tecnologías y los conocimientos espe­
cializados que sean innovadores, eficientes y más
avanzados relacionados con la conservación y la utili­
zación sostenible de la diversidad biológica y prestará
asesoramiento sobre las formas de promover el desa­
rrollo y/o la transferencia de esas tecnologías ;

d) prestará asesoramiento sobre los programas científicos
y la cooperación internacional en materia de investi­
gación y desarrollo en relación con la conservación y
la utilización sostenible de la diversidad biológica ; y

e) responderá a las preguntas de carácter científico, téc­
nico, tecnológico y metodológico que le planteen la
Conferencia de las Partes y sus órganos subsidiarios .

3. La Conferencia de las Partes podrá ampliar ulte­
riormente las funciones , el mandato, la organización y el
funcionamiento de este órgano.

Artículo 26

Informes

Cada Parte contratante, con la periodicidad que deter­
mine la Conferencia de las Partes, presentará a la Confe­
rencia de las Partes informes sobre las medidas que haya
adoptado para la aplicación de las disposiciones del pre­
sente Convenio y sobre la eficacia de esas medidas para
el logro de los objetivos del Convenio .

Artículo 27

Solución de controversias

1 . Si se suscita una controversia entre Partes contra­
tantes en relación con la interpretación o aplicación del
presente Convenio, las Partes interesadas tratarán de re­
solverla mediante negociación .

2 . Si las Partes interesadas no pueden llegar a un
acuerdo mediante negociación, podrán solicitar conjun­
tamente los buenos oficios o la mediación de una tercera
Parte .

3 . Al ratificar, aceptar, aprobar el presente Convenio,
o al adherirse a él, o en cualquier momento posterior, un
Estado o una organización de integración económica re­
gional podrá declarar, por comunicación escrita enviada
al depositario, que en el caso de una controversia no re­
suelta de conformidad con lo dispuesto en el apartado 1
o en el apartado 2 del presente artículo, acepta uno o los
dos medios de solución de controversias que se indican a
continuación, reconociendo su carácter obligatorio :

a) arbitraje de conformidad con el procedimiento esta­
blecido en la parte 1 del Anexo II ;

b) presentación de la controversia al Tribunal Interna­
cional de Justicia .

4 . Si en virtud de lo establecido en el apartado 3 del
presente artículo, las partes en la controversia no han
aceptado el mismo procedimiento o ningún procedi­
miento, la controversia se someterá a conciliación de
conformidad con la parte 2 del Anexo II, a menos que
las partes acuerden otra cosa.

5 . Las disposiciones del presente artículo se aplicarán
respecto de qualquier protocolo, salvo que en dicho pro­
tocolo se indique otra cosa .

Artículo 28

Adopción de protocolos
1 . Las Partes contratantes cooperarán en la formula­
ción y adopción de protocolos del presente Convenio .

2 . Los protocolos serán adoptados en una reunión de
la Conferencia de las Partes .

3 . La secretaría comunicará a las Partes contratantes
el texto de cualquier protocolo propuesto por lo menos
seis meses antes de celebrarse esa reunión.
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Artículo 29

Enmiendas al Convenio o los protocolos
1 . Cualquiera de las Partes contratantes podrá propo­
ner enmiendas al presente Convenio . Cualquiera de las
Partes en un protocolo podrá proponer enmiendas a ese
protocolo.

2 . Las enmiendas al presente Convenio se adoptarán
en una reunión de la Conferencia de las Partes . Las en­
miendas a cualquier protocolo se aprobarán en una reu­
nión de las Partes en el protocolo de que se trate. El
texto de cualquier enmienda propuesta al presente Con­
venio o a cualquier protocolo, salvo si en tal protocolo se
dispone otra cosa, será comunicado a las Partes en el
instrumento de que se trate por la secretaría por lo me­
nos seis meses antes de la reunión en que se proponga su
adopción . La secretaría comunicará también las enmien­
das propuestas a los signatarios del presente Convenio
para su información .

3 . Las Partes contratantes harán todo lo posible por
llegar a un acuerdo por consenso sobre cualquier pro­
puesta de enmienda al presente Convenio o a cualquier
protocolo . Una vez agotados todos los esfuerzos por lo­
grar un consenso sin que se haya llegado a un acuerdo,
la enmienda se adoptará, como último recurso, por
mayoría de dos tercios de las Partes contratantes en el
instrumento de que se trate, presentes y votantes en la
reunión, y será presentada a todas las Partes contratantes
por el depositario para su ratificación, aceptación a apro­
bación.

4 . La ratificación, aceptación o aprobación de las en­
miendas serán notificadas al depositario por escrito . Las
enmiendas adoptadas de conformidad con el apartado 3
de este artículo entrarán en vigor, respecto de las Partes
que las hayan aceptado, el nonagésimo día después de la
fecha del depósito de los instrumentos de ratificación,
aceptación o aprobación por dos tercios , como mínimo,
de las Partes contratantes en el presente Convenio o de
las Partes en el protocolo de que se trate, salvo si en este
último se dispone otra cosa. De allí en adelante, las en­
miendas entrarán en vigor respecto de cualquier otra
Parte el nonagésimo día despues de la fecha en que esa
Parte haya depositado su instrumento de ratificación,
aceptación o aprobación de las enmiendas.

5 . A los efectos de este artículo, por «Partes presentes
y votantes» se entiende las Partes que estén presentes y
emitan un voto afirmativo o negativo .

Artículo 30

Adopción y enmienda de Anexos
1 . Los Anexos del presente Convenio o de cualquier
protocolo formarán parte integrante del Convenio o de
dicho protocolo, según proceda, y, a menos que se dis­
ponga expresamente otra cosa, se entenderá que toda re­

ferencia al presente Convenio o sus protocolos atañe al
mismo tiempo a cualquiera de los Anexos . Esos Anexos
tratarán exclusivamente de cuestiones de procedimiento
científicas, técnicas y administrativas .

2 . Salvo si se dispone otra cosa en cualquiera de los
protocolos respecto de sus anexos, para la propuesta, a­
dopción y entrada en vigor de Anexos adicionales al pre­
sente Convenio o de Anexos de un protocolo se seguirá
el siguiente procedimiento :

a) Los Anexos del presente Convenio y de cualquier
protocolo se propondrán y adoptarán según el proce­
dimiento prescrito en el artículo 29 ;

b) Toda Parte que no pueda aceptar un Anexo adicional
del presente Convenio o un anexo de cualquiera de
los protocolos en que sea Parte lo notificará por es­
crito al depositario dentro del año siguiente a la fecha
de la comunicación de la adopción por el depositario.
El depositario comunicará sin demora a todas las Par­
tes cualquier notificación recibida. Una Parte podrá
en cualquier momento retirar una declaración ante­
rior de objeción, y en tal caso los Anexos entrarán en
vigor respecto de dicha Parte, con sujeción a lo dis­
puesto en el apartado c) del presente artículo ;

c) al vencer el plazo de un año contado desde la fecha
de la comunicación de la adopción por el depositario,
el Anexo entrará en vigor para todas las Partes en el
presente Convenio o en el protocolo de que se trate
que no hayan hecho una notificación de conformidad
con lo dispuesto en la letra b) de este apartado.

3 . La propuesta, adopción y entrada en vigor de en­
miendas a los Anexos del presente Convenio o de cual­
quier protocolo estarán sujetas al mismo procedimiento
aplicado en el caso de la propuesta, adopción y entrada
en vigor de Anexos del Convenio o anexos de un proto­
colo.

4 . Cuando un nuevo Anexo o una enmienda a un
Anexo se relacione con una enmienda al presente Conve­
nio o a cualquier protocolo, el nuevo Anexo o el Anexo
modificado no entrará en vigor hasta que entre en vigor
la enmienda al Convenio o al protocolo de que se trate.

Artículo 31

Derecho de voto

1 . Salvo lo dispuesto en el apartado 2 de este artículo,
cada una de las Partes contratantes , en el presente Con­
venio o en cualquier protocolo tendrá un voto .

2 . Las organizaciones de integración económica regio­
nal ejercerán su derecho de voto, en asuntos de su com­
petencia, con un número de votos igual al número de sus
Estados miembros que sean Partes contratantes en el
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presente Convenio o en el protocolo pertinente . Dichas
organizaciones no ejercerán su derecho de voto si sus
Estados miembros ejercen el suyo, y viceversa.

Artículo 32

Relación entre el presente Convenio y sus protocolos
1 . Un Estado o una organización de integración eco­
nómica regional no podrá ser Parte en un protocolo a
menos que sea, o se haga al mismo tiempo, Parte contra­
tante en el presente Convenio.
2 . Las decisiones relativas a cualquier protocolo sólo
podrán ser adoptadas por las Partes en el protocolo de
que se trate. Cualquier Parte contratante que no haya
ratificado, aceptado o aprobado un protocolo podrá par­
ticipar como observadora en cualquier reunión de las
Partes en ese protocolo .

Artículo 33

Firma

El presente Convenio estará abierto a la firma en Río de
Janeiro para todos los Estados y para cualquier organi­
zación de integración económica regional desde el 5 de
junio de 1992 hasta el 14 de junio de 1992, y en la sede
de las Naciones Unidas , en Nueva York, desde el 15 de
junio de 1992 hasta el 4 de junio de 1993 .

Artículo 34

Ratificación, aceptación o aprobación
1 . El presente Convenio y cualquier protocolo estarán
sujetos a ratificación, aceptación o aprobación por los
Estados y por las organizaciones de integración econó­
mica regional. Los instrumentos de ratificación, acepta­
ción o aprobación se depositarán en poder del deposita­
rio.

2 . Toda organización de las que se mencionan en el
apartado 1 de este artículo que pase a ser Parte contra­
tante en el presente Convenio o en cualquier protocolo,
sin que sean Partes contratantes en ellos sus Estados
miembros, quedará vinculada por todas las obligaciones
contraídas en virtud del Convenio o del protocolo, según
corresponda. En el caso de dichas organizaciones,
cuando uno o varios de sus Estados miembros sean Par­
tes contratantes en el presente Convenio o en el proto­
colo pertinente, la organización y sus Estados miembros
decidirán acerca de sus responsabilidades respectivas en
cuanto al cumplimiento de las obligaciones contraídas en
virtud del Convenio o del protocolo, según corresponda.
En tales casos, la organización y los Estados miembros
no estarán facultados para ejercer concurrentemente los
derechos previstos en el presente Convenio o en el pro­
tocolo pertinente .
3 . En sus instrumentos de ratificación, aceptación o
aprobación, las organizaciones mencionadas en el apar­
tado 1 de este artículo declararán el ámbito de su com­
petencia con respecto a las materias reguladas por el pre­
sente Convenio o por el protocolo pertinente . Esas orga­
nizaciones también informarán al depositario sobre cual­
quier modificación pertinente del ámbito de su compe­
tencia.

Artículo 35

Adhesión

1 . El presente Convenio y cualquier protocolo estarán
abiértos a la adhesión de los Estados y de las organiza­
ciones de integración económica regional a partir de la
fecha en que expire el plazo para la firma del Convenio
o del protocolo pertinente . Los instrumentos de adhesión
se depositarán en poder del depositario.

2 . En sus instrumentos de adhesión, las organizacio­
nes v a que se hace referencia en el apartado 1 de este
artículo declararán el ámbito de su competencia con res­
pecto a las materias reguladas por el presente Convenio
o por el protocolo pertinente . Esas organizaciones tam­
bién informarán al depositario sobre cualquier modifica­
ción pertinente del ámbito de su competencia.

3 . Las disposiciones del apartado 2 del artículo 34 se
aplicarán a las organizaciones de integración económica
regional que se adhieran al presente Convenio o a cual­
quier protocolo.

Artículo 36

Entrada en vigor

1 . El presente Convenio entrará en vigor el nonagé­
simo día después de la fecha en que haya sido deposi­
tado el trigésimo instrumento de ratificación, aceptación,
aprobación o adhesión .

2 . Todo protocolo entrará en vigor el nonagésimo día
después de la fecha en que haya sido depositado el nú­
mero de instrumentos de ratificación, aceptación, apro­
bación o adhesión estipulado en dicho protocolo .

3 . Respecto de cada Parte contratante que ratifique,
acepte o apruebe el presente Convenio o que se adhiera
a él después de- haber sido depositado el trigésimo instru­
mento de ratificación, aceptación, aprobación a adhe­
sión, el Convenio entrará en vigor el nonagésimo día
después de la fecha en que dicha Parte haya depositado
su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o
adhesión .

4 . Todo protocolo, salvo que en él se disponga otra
cosa, entrará en vigor para la Parte contratante que lo
ratifique, acepte o apruebe o que se adhiera a él después
de su entrada en vigor conforme a lo dispuesto en el
apartado 2 de este artículo el nonagésimo día después de
la fecha en que dicha Parte Contratante deposite su ins­
trumentó de ratificación, aceptación, aprobación o adhe­
sión, o en la fecha en que el presente Convenio entre en
vigor para esa Parte contratante, si esta segunda fecha
fuera posterior.

5 . A los efectos de los apartados 1 y 2 de este artículo,
los instrumentos depositados por una organización de in­
tegración económica regional no se considerarán adicio­
nales a los depositados por Estados miembros de tal or­
ganización.



13 . 12 : 93 Diario Oficial de las Comunidades Europeas N°L 309/ 15

Artículo 37

Reservas

No se podrán formular reservas al presente Convenio.

Artículo 38

Denuncia

1 . En cualquier momento después de la expiración de
un plazo de dos años contado desde la fecha de entrada
en vigor de este Convenio para una Parte contratante,
esa Parte contratante podrá denunciar el Convenio me­
diante notificación por escrito al depositario.

2 . Esa denuncia será efectiva después de la expiración
de un plazo de un año contado desde la fecha en que el
depositario haya recibido la notificación, o en una fecha
posterior que se haya especificado en la notificación de
la denuncia.

3 . Se considerará que cualquier Parte contratante que
denuncie el presente Convenio denuncia también los pro­
tocolos en los que es Parte .

Artículo 39

Disposiciones financieras provisionales
A condición de que se haya reestructurado plenamente,
de conformidad con las disposiciones del artículo 21 , el
Fondo para el medio ambiente mundial del programa de
las Naciones Unidas para el desarrollo, el programa de
la Naciones Unidas para el medio ambiente y el Banco
internacional de reconstrucción y fomento, será la es­

tructura institucional a que se hace referencia en el ar­
tículo 21 durante el período comprendido entre la en­
trada en vigor del presente Convenio y la primera reu­
nión de la conferencia de las Partes , o hasta que la Con­
ferencia de las Partes decida establecer una estructura
institucional de conformidad con el artículo 21 .

Artículo 40

Arreglos provisionales de secretaría
La secretaría a que se hace referencia en el apartado 2
del artículo 24 será, con carácter provisional, desde la
entrada en vigor del presente Convenio hasta la primera
reunión de la Conferencia de las Partes, la secretaría que
al efecto establezca el director ejecutivo del programa de
las Naciones Unidas para el medio ambiente

Artículo 41

Depositario
El secretario general de las Naciones Unidas asumirá las
funciones de depositario del presente Convenio y de cua­
lesquiera protocolos.

Artículo 42

Textos auténticos

El original del presente convenio, cuyos textos en árabe,
chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente au­
ténticos, se depositará en poder del secretario general de
las Naciones Unidas .

En testimonio de lo cual, los infrascritos, debidamente autorizados a ese efecto, firman el
presente Convenio.

Hecho en Río de Janeiro, el cinco de junio de mil novecientos noventa y dos .
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ANEXO I

IDENTIFICACIÓN Y SEGUIMIENTO

1 . Ecosistemas y hábitats que : contengan una gran diversidad, un gran número de especies endémicas o en
peligro, o vida silvestre ; sean necesarios para las especies migratorias ; tengan importancia social , econó­
mica, cultural o científica ; o sean representantivos o singulares o estén vinculados a procesos de evolu­
ción u otros procesos biológicos de importancia esencial.

2 . Especies y comunidades que : estén amenazadas ; sean especies silvestres emparentadas con especies do­
mesticadas o cultivadas ; tengan valor medicinal o agrícola o valor económico de otra índole ; tengan
importancia social, científica o cultural ; o sean importantes para investigaciones sobre la conservación y
la utilización sostenible de la diversidad biológica, como las especies características .

3 . Descripción de genomas y genes de importancia social , científica o económica.
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ANEXO II

PARTE 1

Arbitraje

Artículo 7

Las partes en la controversia deberán facilitar el trabajo del tri­
bunal arbitral y, en particular, utilizando todos los medios de
que disponen, deberán :

a) proporcionarle todos los documentos, información y facilida­
des pertinentes ; y

b) permitirle que, cuando sea necesario, convoque a testigos o
expertos para oír sus declaraciones.

Artículo 8

Las partes y los árbitros quedan obligados a proteger el carácter
confidencial de cualquier información que se les comunique con
ese carácter durante el procedimiento del tribunal arbitral.

Artículo 9

A menos que el tribunal arbitral decida otra cosa, debido a las
circunstancias particulares del caso, los gastos del tribunal serán
sufragados a partes iguales por las partes en la controversia. El
tribunal llevará una relación de todos sus gastos y presentará a
las partes un estado final de los mismos.

Artículo 10

Toda parte que tenga en el objeto de la controversia un interés
de carácter jurídico que pueda resultar afectado por la decisión
podrá intervenir en el proceso con el consentimiento del tribu­
nal .

Artículo 1

La parte demandante notificará a la secretaría que las partes so­
meten la controversia a arbitraje de conformidad con lo dis­
puesto en el artículo 27 del Convenio. En la notificación se ex­
pondrá la cuestión que ha de ser objeto de arbitraje y se hará
referencia especial a los artículos del Convenio o del protocolo
de cuya interpretación o aplicación se trate. Si las partes no se
ponen de acuerdo sobre el objeto de la controversia antes de
que se nombre al presidente del tribunal, el tribunal arbitral de­
terminará esa cuestión. La secretaría comunicará las informacio­
nes así recibidas a todas las Partes contratantes en el Convenio
o en el protocolo interesadas.

Artículo 2

1 . En las controversias entre dos partes, el tribunal arbitral
estará compuesto de tres miembros. Cada una de las partes en la
controversia nombrará un árbitro, y los dos árbitros así nombra­
dos designarán de común acuerdo al tercer árbitro, quien asu­
mirá la presidencia del tribunal . Ese último árbitro no deberá ser
nacional de ninguna de las partes en la controversia, ni tener
residencia habitual en el territorio de ninguna de esas partes, ni
estar al servicio de ninguna de ellas, ni haberse ocupado del
asunto en ningún otro concepto.

2. En las controversias entre más de dos partes, aquellas que
compartan un mismo interés nombrarán de común acuerdo un
árbitro.

3 . Toda vacante que se produzca se cubrirá en la forma pres­
crita para el nombramiento inicial.

Artículo 3

1 . Si el presidente del tribunal arbitral no hubiera sido desig­
nado dentro de los dos meses siguientes al nombramiento del
segundo árbitro, el secretario general de las Naciones Unidas, a
instancia de una parte, procederá a su designación en un nuevo
plazo de dos meses .

2 . Si dos meses después de la recepción de la demanda una
de las partes en la controversia no ha procedido al nombra­
miento de un árbitro, la otra parte podrá informar de ello al
secretario general de las Naciones Unidas, quien designará al
otro árbitro en un nuevo plazo de dos meses .

Artículo 4

El tribunal arbitral adoptará su decisión de conformidad con las
disposiciones del presente Convenio y de cualquier protocolo de
que se trate, y del Derecho internacional .

Artículo 5

A menos que las partes en la controversia decidan otra cosa, el
tribunal arbitral adoptará su propio procedimiento.

Artículo 6

El tribunal arbitral podrá, a solicitud de una de las partes, reco­
mendar medidas de protección básicas provisionales .

Artículo 11

El tribunal podrá conocer de las reconvenciones directamente
basadas en el objeto de la controversia y resolver sobre ellas .

Artículo 12

Las decisiones del tribunal arbitral, tanto en materia de procedi­
miento como sobre el fondo, se adoptarán por mayoría de sus
miembros.

Artículo 13

Si una de las partes en la controversia no comparece ante el
tribunal arbitral o no defiende su causa, la otra parte podrá pe­
dir al tribunal que continúe el procedimiento y que adopte su
decisión definitiva . Si una parte no comparece o no defiende su
causa, ello no impedirá la continuación del procedimiento. An­
tes de pronunciar su decisión definitiva, el tribunal arbitral de­
berá cerciorarse de que la demanda está bien fundada de hecho
a de derecho.

Artículo 14

El tribunal adoptará su decisión definitiva dentro de los cinco
meses a partir de la fecha en que puede plenamente constituido,
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excepto si considera necesario prorrogar ese plazo por un perí­
odo no superior a otros cinco meses .

Artículo 15

La decisión definitiva del tribunal arbitral se limitará al objeto
de la controversia y será motivada. En la decisión definitiva fi­
gurarán los nombres de los miembros que la adoptaron y la fe­
cha en que se adoptó. Cualquier miembro del tribunal podrá
adjuntar a la decisión definitiva una opinión separada o discre­
pante.

Artículo 16

La decisión definitiva no podrá ser impugnada, a menos que las
partes en la controversia hayan convenido de antemano un pro­
cedimiento de apelación .

Artículo 17

Toda controversia que surja entre las partes respecto de la inter­
pretación o forma de ejecución de la decisión definitiva podrá
ser sometida por cualesquiera de las partes al tribunal arbitral
que adoptó la decisión definitiva.

PARTE 2

Conciliación

Artículo 1

Se creará una comisión de conciliación a solicitud de una de las
partes en la controversia . Esa comisión, a menos que las partes
acuerden otra cosa, estará integrada por cinco miembros , dos de
ellos nombrados por cada parte interesada y un presidente ele­
gido conjuntamento por esos miembros.

Artículo 2

En las controversias entre más de dos partes, aquellas que com­
partan un mismo interés nombrarán de común acuerdo sus
miembros en la comisión . Cuando dos o más partes tengan inte­
reses distintos o haya desacuerdo en cuanto a las partes que ten­
gan el mismo interés, nombrarán sus miembros por separado.

Artículo 3

Si en un plazo de dos meses a partir de la fecha de la solicitud
de crear una comisión de conciliación, las partes no han nom­
brado los miembros de la comisión, el secretario general de las
Naciones Unidas, a instancia de la parte que haya hecho la soli­

citud, procederá a su nombramiento en un nuevo plazo de dos
meses .

Artículo 4

Si el presidente de la comisión de conciliación no hubiera sido
designado dentro de los dos meses siguientes al nombramiento
de los últimos miembros de la comisión, el secretario general de
las Naciones Unidas, a instancia de una parte, procederá a su
designación en un nuevo plazo de dos meses .

Artículo 5

La comisión de conciliación tomará sus decisiones por mayoría
de sus miembros . A menos que las partes en la controversia de­
cidan otra cosa, determinará su propio procedimiento. La comi­
sión adoptará una propuesta de resolución de la controversia
que las partes examinarán de buena fe .

Artículo 6

Cualquier desacuerdo en cuanto a la competencia de la comi­
sión de conciliación será decidido por la comisión.
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ANEXO B

DECLARACIÓN DE LA COMUNIDAD ECONÓMICA EUROPEA CON ARREGLO AL APAR­
TADO 3 DEL ARTÍCULO 34 DEL CONVENIO SOBRE LA DIVERSIDAD BIOLÓGICA

Con arreglo a las correspondientes disposiciones del Tratado constitutivo de la Comunidad Económica
Europea, la Comunidad, junto con sus Estados miembros, tiene competencia para emprender acciones
encaminadas a la protección del medio ambiente.

En relación con las cuestiones contempladas en el presente Convenio, la Comunidad ha adoptado varios
instrumentos jurídicos, tanto en lo que se refiere a su política medioambiental como a otras políticas secto­
riales , los principales de los cuales se enumeran a continuación :

— Decisión 82/72/CEE del Consejo, de 3 de diciembre de 1981 , referente a la celebración del Convenio
relativo a la conservación de la vida silvestre y del medio natural de Europa (DO n° L 38 de 10. 2 .
1982 , p. 3);

— Decisión 82/46 1 /CEE del Consejo, de 24 de junio de 1982, relativa a la celebración del Convenio
sobre conservación de las especies migratorias de la fauna silvestre (DO n° L 210 de 19 . 7 . 1982, p . 10);

— Reglamento (CEE) n° 3626/82 del Consejo, de 3 de diciembre de 1982, relativo a la aplicación en la
Comunidad del Convenio sobre el comercio internacional de especies amenazadas de fauna y flora
silvestres (DO n° L 384 de 31 . 12 . 1982, p. 1 );

— Directiva 79/409/CEE del Consejo, de 2 de abril de 1979, relativa a la conservación de las aves silves­
tres (DO n° L 103 de 25 . 4 . 1979, p . 1 );

— Directiva 92/43/CEE del Consejo, de 21 de mayo de 1992, relativa a la conservación de los hábitats
naturales y de la fauna y flora silvestres (DO n° L 206 de 22. 7 . 1992, p. 7);

— Directiva 85/337/CEE del Qonsejo, de 27 de junio de 1985 , relativa a la evaluación de las repercusio­
nes de determinados proyectos públicos y privados sobre el medio ambiente (DO n° L 175 de 5 . 7 .
1985 , p. 40);

— Reglamento (CEE) n° 2078/92 del Consejo, de 30 de junio de 1992, sobre métodos de producción
agraria compatibles con las exigencias de la protección del medio ambiente y la conservación del espa­
cio natural (DO n° L 215 de 30. 7 . 1992, p. 85);

— Decisión 89/625/CEE del Consejo, de 20 de noviembre de 1989, relativa a un Programa Europeo de
Ciencia y Tecnología para la Protección del Medio Ambiente (STEP) (DO n° L 359 de 8 . 12. 1989, p.
9);

— Reglamento (CEE) n° 3760/92 del Consejo, de 20 de diciembre de 1992, por el que se establece un
régimen comunitario de la pesca y la acuicultura (DO n° L 389 de 31 . 12 . 1992 , p . 1 );

— Directiva 90/219/CEE del Consejo, de 23 de abril de 1990, relativa a la utilización confinada de
microorganismos modificados genéticamente (DO n° L 117 de 8 . 5 . 1990, p. 1 );

— Directiva 90/220/CEE del Consejo, de 23 de abril de 1990, sobre la liberación intencional en el medio
ambiente de organismos modificados genéticamente (DÓ n° L 117 de 8 . 5 . 1990, p. 15);

— Reglamento (CEE) n° 1973/92 del Consejo, de 21 de mayo de 1992 , por el que se crea un instrumento
financiero para el medio ambiente (LIFE) (DO n° L 206 de 22. 7 . 1992, p. 1 ).
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ANEXO C

DECLARACIÓN HECHA CON OCASIÓN DE LA RATIFICACIÓN DEL CONVENIO SOBRE LA
DIVERSIDAD BIOLÓGICA

En el marco de sus respectivas competencias, la Comunidad Europea y sus Estados miembros desean rea­
firmar la importancia que atribuyen a la transferencia de tecnología y al acceso a la biotecnología con el fin
de garantizar la conservación y el uso sostenible de la diversidad biológica. El respeto de los derechos de
propiedad intelectual constituye un elemento básico para la realización de políticas de transferencia de
tecnología y de inversiones conjuntas .

Para la Comunidad Europea y sus Estados miembros, las transferencias de tecnología y el acceso a la
biotecnología, según se definen en el texto del Convenio sobre la diversidad biológica, sólo pueden llevarse
a cabo de conformidad con el artículo 16 de dicho Convenio y de acuerdo con los principios y normas de
protección de la propiedad intelectual , especialmente los acuerdos multilaterales y bilaterales firmados o
negociados por las Partes contratantes en el presente Convenio .

La Comunidad Europea y sus Estados miembros fomentarán el uso de los mecanismos financieros estable­
cidos por el Convenio para promover la transferencia voluntaria de derechos de propiedad intelectual
ostentados por agentes europeos, a través de mecanismos y decisiones comerciales normales, especialmente
en lo relativo a la concesión de licencias, garantizando a la vez una protección adecuada y eficaz de los
derechos de propiedad.
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COMISION

DECISIÓN DE LA COMISIÓN

de 22 de julio de 1993

relativa a las ayudas concedidas por las autoridades españolas con ocasión de la venta por
CENEMESA/CADEMESA/CONELEC de determinados activos a ASEA-BROWN

BOVERI

(El texto en lengua española es el único auténtico)

(93/627/ CEE)

LA COMISIÓN DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS,

Visto el Tratado constitutivo de la Comunidad Econó­
mica Europea y, en particular, el párrafo primero del
apartado 2 de su artículo 93 ,

Después de haber emplazado a los interesados para que
presentasen sus observaciones, de conformidad con dicho
artículo, y teniendo en cuenta dichas observaciones,

Considerando lo que sigue :

I

El denominado grupo CENEMESA («CCC») está for­
mado por tres empresas de propiedad privada dedicadas
a la fabricación de maquinaria eléctrica pesada, a saber :

— Constructora Nacional de Maquinaria Eléctrica SA
(«CENEMESA»);

— Catalana de Maquinaria Eléctrica SA («CADE­
MESA»); y

— Constructora Nacional de Equipos Eléctricos SA
(«CONELEC»).

En la actualidad, la explotación y la propiedad de dichas
plantas corresponden a varias filiales del grupo multina­
cional ASEA-BROWN BOVERI (en adelante, ABB)
(véanse las secciones siguientes de la presente Decisión).

A finales de 1988 , las instalaciones industriales antes ci­
tadas representaban el 50 % de la capacidad de produc­
ción de España en el sector de la maquinaria eléctrica .
Contaban con una plantilla de 5 102 trabajadores , lo que
constituía el 47 % de la mano de obra total del sector.
Su gama de productos básicos incluía transformadores
eléctricos, generadores, motores industriales y de trac­
ción y conmutadores .

El grupo CCC se creó a mediados de los ochenta,
cuando varias multinacionales decidieron abandonar sus
actividades industriales en España como consecuencia de
la prolongada crisis que atravesaba el sector de los bienes
de equipo en todo el mundo.

En octubre de 1993 , y tras enfrentarse durante bastante
tiempo a dificultades financieras, Westinghouse Española
SA —filial española del grupo multinacional Westing­
house Electric— presentó una solicitud de suspensión de
pagos . Al mismo tiempo, los representantes de la multi­
nacional se pusieron en contacto con la Administración
española para negociar la venta de la filial española, que
de otro modo habría sido liquidada.

Tras estas negociaciones, Westinghouse Electric vendió
su participación en la filial española, que era del 98 % ,
por el precio simbólico de una peseta por acción a
ARBOBYL Ltd, empresa privada británica especializada
en el rescate de empresas con dificultades . Tras esta
transacción, Westinghouse Española SA pasó a llamarse
CENEMESA.

En diciembre de 1985 , el grupo multinacional Brown Bo­
veri vendió el 100 % del capital de su filial española
Brown Boveri de España SA a CENEMESA por 450 mi­
llones de pesetas. Más adelante, Brown Boveri de España
SA pasó a llamarse CADEMESA.

Estas empresas explotaban ocho plantas industriales si­
tuadas en seis Comunidades Autónomas españolas :

Empresa Fábricas Comunidad
Autónoma

CENEMESA Córdoba Andalucía
Erandio (Vizcaya) País Vasco
Reinosa Cantabria
Madrid Madrid
Valladolid Castilla y León

CADEMESA Sabadell (Barcelona) Cataluña

CONELEC Galindo (Vizcaya) País Vasco
Trápaga (Vizcaya) País Vasco
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Mediante carta de 26 de diciembre de 1989 dirigida a la
Comisión, el denunciante insistió en la autenticidad de
las intervenciones denunciadas en su carta anterior.

Poco después , durante la reunión celebrada el 3 de enero
de 1990 entre representantes del Ministerio de Industria
español y miembros del Gabinete del Comisario encar­
gado de la política de competencia, los primeros plantea­
ron un asunto concreto acerca del cual, según declara­
ron, querían consultar a la Comisión . Los representantes
españoles describieron brevemente los puntos básicos de
ciertas negociaciones que estaban llevando a cabo las au­
toridades centrales españolas en relación con el grupo
CCC. En opinión de dichas autoridades, la aplicación
del contenido de las negociaciones no incluía ningún ele­
mento de ayuda estatal . Señalaron también que las auto­
ridades españolas estaban dispuestas a facilitar toda la in­
formación necesaria . Cabe destacar que los representan­
tes españoles no aportaron ningún documento sobre los
hechos expuestos verbalmente.

Mediante carta de 12 de enero de 1990 , la Comisión so­
licitó a las autoridades españolas que le enviaran toda la
información pertinente.

Las autoridades españolas facilitaron información me­
diante cartas de 14 y 28 de febrero y 5 de abril de 1990
(pueden consultarse los pormenores en la sección III de
la presente Decisión). El 23 de febrero de 1990 se cele­
bró una reunión técnica entre representantes de las auto­
ridades españolas y de la Comisión .

Más adelante, en dos reuniones celebradas los días 10 y
28 de mayo de 1990 , el Ministro español de Industria y
el Comisario encargado de la política de competencia
debatieron el asunto CCC . Durante la última reunión, y
en vista de la complejidad del asunto , acordaron que se
solicitaría a las autoridades españolas que facilitaran más
información para aclarar ciertos aspectos oscuros de las
intervenciones públicas , con el fin de permitir la correcta
evaluación de la Comisión . Ambas partes acordaron tam­
bién que la Comisión estudiaría la respuesta de las auto­
ridades españolas y tomaría una decisión basándose en la
misma.

De forma inesperada y sin respetar el procedimiento que
habían acordado para la evaluación del asunto, las auto­
ridades españolas enviaron una breve carta el 15 de junio
de 1990, en la que citaban la sentencia del Tribunal de
Justicia de las Comunidades Europeas de 11 de diciem­
bre de 1973 en el asunto 120/73 , Lorenz/Alemania (*), e
informaban a la Comisión de que procedían a aplicar el
acuerdo de liquidación de las deudas del grupo CCC
(véase la sección III de la presente Decisión).

En respuesta a la carta de las autoridades españolas, me­
diante carta de 20 de junio de 1990 firmada por el Co­
misario encargado de la política de competencia, la Co­
misión comunicó de inmediato al Ministro español de

Por último, en diciembre de 1986, CENEMESA adqui­
rió de diversos accionistas el 50,1 °/o del capital de CO­
NELEC . Ha de señalarse que CONELEC era la nueva
razón social de General Eléctrica Española SA, tras su
suspensión de pagos en 1984, y una vez que su empresa
matriz —el grupo multinacional General Electric— había
disuelto su participación de control mediante la transfor­
mación de deudas pendientes en capital .

Como consecuencia de las transacciones mencionadas , a
finales de 1986 la empresa privada ARBOBYL había ad­
quirido el control directo o indirecto de CENEMESA,
CADEMESA y CONELEC.

Bajo la dirección de su nuevo accionista , el grupo CCC
presentó diversos proyectos consecutivos de reestructura­
ción al Ministerio de Industria español , con el fin de ob­
tener ayudas estatales para su puesta en práctica . Mien­
tras tanto , la situación financiera de CCC continuó dete­
riorándose . Durante el período de 1986 a 1988 , el grupo
acumuló pérdidas globales de 14 984 millones de pesetas ,
y su volumen de negocios pasó de 17 475 millones de
pesetas en 1986 a 18 143 millones en 1988 .

II

Tras la denuncia presentada por un competidor de CCC,
la Comisión solicitó a las autoridades españolas , me­
diante carta de 3 de abril de 1987, que le informaran de
cualquier ayuda concedida hasta entonces a las empresas
del grupo CCC . También se solicitó a las autoridades es­
pañolas que informaran de los posibles compromisos que
hubieran asumido con respecto a la futura concesión de
ayudas a CCC . Las autoridades españolas respondieron
mediante cartas de 7 de julio y 6 de octubre de 1987 ,
comunicando a la Comisión que los gobiernos de varias
Comunidades Autónomas habían concedido ayudas limi­
tadas a CCC, en unos casos con anterioridad a la adhe­
sión de España a la Comunidad y en otros al amparo de
regímenes debidamente notificados tras la adhesión . Las
autoridades españolas manifestaron también que el Go­
bierno central no había concedido ninguna ayuda al
grupo tras la adhesión .

Transcurrido casi un año desde la denuncia, el mismo
competidor de CCC llamó la atención de la Comisión
sobre determinadas ayudas , por un valor aproximado de
25 000 millones de pesetas , que al parecer el Gobierno
central y los gobiernos de diversas Comunidades Autó­
nomas habían concedido para sufragar los costes de una
importante reducción de plantilla de CCC . Mediante
carta de 1 de marzo de 1988 , la Comisión solicitó a las
autoridades españolas que le informaran de estas presun­
tas intervenciones públicas .

Mediante télex de 25 de mayo de 1988 , las autoridades
españolas contestaron a la Comisión que, desde su úl­
tima comunicación de 6 de octubre de 1987, ni el Go­
bierno central ni los gobiernos de las Comunidades Au­
tónomas habían concedido ayudas a CCC . Señalaron
también que se estaban estudiando diversas medidas de
carácter « sociolaboral », aún sin concretar. (') Rec. 1973 , p . 1471 .
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Industria que el Gobierno español no podía colocar a la
Comisión ante un hecho consumado que infringía el pro­
cedimiento acordado entre ambas partes para evaluar las
intervenciones . En su carta, la Comisión solicitó también
información complementaria, tal y como lo habían acor­
dado las partes con anterioridad.

Mediante carta de 24 de julio de 1990, el Ministro espa­
ñol de Industria se negó a facilitar la información com­
plementaria solicitada por la Comisión . En dicha carta,
el Ministro reconocía haber acordado con la Comisión
que, antes de adoptar una posición, ésta solicitaría infor­
mación complementaria para poder llevar a cabo una
evaluación global de las intervenciones. Sin embargo,
justificó la ejecución de las intervenciones públicas por la
necesidad urgente de poner fin a la insostenible situación
de las empresas del grupo CCC.

En estas circunstancias , la Comisión decidió el 25 de ju­
lio de 1990 iniciar el procedimiento del apartado 2 del
artículo 93 del Tratado con relación a las intervenciones
de las autoridades españolas con ocasión de la venta a
ABB de determinados activos de CENEMESA, CONE­
LEC y CADEMESA. La Comisión consideraba que estas
intervenciones parecían incluir elementos de ayuda de
Estado a que se refire el apartado 1 del artículo 92 del
Tratado, que no podían acogerse a ninguna de las excep­
ciones previstas en los apartados 2 y 3 de dicho artículo.

lidad de CCC. En su opinión, se requería también la pre­
sencia activa de un nuevo accionista capaz de aportar los
recursos financieros y la tecnología necesarios para res­
catar al grupo.

A este respecto, cabe señalar que dicha información es­
taba en clara contradicción con la declaración efectuada
por las autoridades españolas en el télex dirigido a la
Comisión el 25 de mayo de 1988 (véase la sección II de
la presente Decisión), en el que le comunicaban que,
hasta esa fecha, las autoridades españolas no habían con­
cedido ninguna ayuda a CCC y que se estaban estu­
diando determinadas medidas de ayuda, aún sin concre­
tar.

En la carta de 14 de febrero de 1990 se decía también
que, con vistas a encontrar un nuevo accionista, el Mi­
nisterio de Industria español —aun cuando el Estado no
era propietario del grupo— se había dirigido desde sep­
tiembre de 1988 a diversas empresas multinacionales que
podrían estar interesadas en adquirir CCC. Dichas em­
presas eran ALSTHOM, ABB, MITSUBISHI y SIE­
MENS. Conforme a la información facilitada, tras las
negociaciones, las autoridades españolas decidieron en
agosto de 1989 aceptar la oferta de ABB de adquirir el
control de las actividades de CCC en las siguientes con­
diciones :

— CCC sería liquidada ;

— se venderían todos los activos del grupo : ABB adqui­
riría los «activos industriales» por 7 000 millones de
pesetas , y el producto de la venta de la restante se
adjudicaría a los acreedores públicos , libre de cargas
sociales ;

— se aplicaría un plan de reestructuración de la mano
de obra que debía negociarse con los sindicatos ;

— se reduciría la capacidad del grupo mediante el cierre
de las fábricas de Erandio y Valladolid.

En relación con el plan de reestructuración de plantilla,
las autoridades españolas señalaron que se había cele­
brado un acuerdo entre los sindicatos y ABB, conforme
al cual :

— ABB reemplearía a 2 915 de los 5 102 trabajadores de
CCC ;

— el Estado desembolsaría las ayudas aprobadas en di­
ciembre de 1987 para sufragar los costes del plan de
jubilación anticipada de 1 666 trabajadores ;

— se crearía un fondo de pensiones para los excedentes
de plantilla ;

— ABB financiaría una serie de incentivos para suprimir
521 puestos de trabajo no comprendidos en el plan
de jubilación anticipada mencionado .

El 11 de diciembre de 1990, España presentó ante el Tri­
bunal de Justicia de las Comunidades Europeas una de­
manda de anulación de la decisión de la Comisión de
iniciar el procedimiento del apartado 2 del artículo 93
(asunto C-3 12/90 España/Comisión).

III

Como ya se ha señalado en la sección II de la presente
Decisión, antes de que la Comisión decidiera iniciar el
procedimiento, las autoridades españolas habían facili­
tado información mediante cartas de 14 y 28 de febrero
y 5 de abril de 1990 .

En su carta de 14 de febrero de 1990, las autoridades
españolas informaban a la Comisión de que, pese a que
el grupo CCC no había logrado presentar un plan de
reestructuración aceptable al Ministerio de Industria espa­
ñol (véase la sección I de la presente Decisión), el Go­
bierno central había aprobado el 27 de diciembre de
1987 un paquete de ayudas de carácter extraordinario
destinadas a sufragar los costes de reducción de 1 612
puestos de trabajo en la plantilla global del grupo. La
base jurídica de estas ayudas se encontraba en el régimen
de ayudas creado por la Ley n° 27/ 1984, de 26 de julio,
sobre reconversión y reindustrialización. Asimismo, las
autoridades españolas señalaban que, si bien se habían
aprobado las ayudas , eran conscientes de que las medi­
das laborales no eran suficientes para garantizar la viabi­
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— ABB :

— adquiría determinados activos fijos de CCC libres
de cargas, así como su activo y pasivo corrientes
por 7 000 millones de pesetas ;

— reempleaba a 2 915 trabajadores de la plantilla de
CCC ;

— transfería tecnología a las actividades industriales
de las fábricas ;

— invertía 5 600 millones de pesetas durante los pró­
ximos cuatro años, conforme al plan industrial
que ABB había presentado a las autoridades espa­
ñolas.

En este borrador de acuerdo se establecía también que
ABB conservaría la titularidad de los activos adquiridos
durante un período no inferior a tres años . Por otra
parte, en una de las cláusulas , de redacción poco clara,
parecía estipularse que los 7 000 millones de pesetas que
ABB pagaría por los activos seleccionados no se destina­
rían a los acreedores públicos , sino a cubrir obligaciones
de carácter social .

Las autoridades españolas explicaron que este acuerdo
con ABB permitiría lograr dos de sus objetivos : garanti­
zar la viabilidad futura de las actividades industriales del
grupo CCC y lograr la mayor recuperación posible de
las deudas por parte de los acreedores públicos . A este
respecto, se informó a la Comisión de que a 31 de di­
ciembre de 1989, el grupo CCC tenía deudas pendientes
con el Estado por valor de 35 910 millones de pesetas
desglosadas como sigue : 19 020 millones de pesetas pa­
gaderas a la Seguridad Social ; 9 102 millones de pesetas
pagaderas a las haciendas de las Comunidades Autóno­
mas ; 2 463 millones de pesetas pagaderas al Tesoro pú­
blico y 5 325 millones de pesetas pagaderas a un banco
estatal (Banco de Crédito Industrial).

Mediante carta de 28 de febrero de 1990, las autoridades
españolas afirmaron que los 7 000 millones de pesetas
que debía pagar ABB representaban más del doble de las
ofertas realizadas por otras multinacionales a las que se
había ofrecido CCC. Sin embargo, las autoridades espa­
ñolas no facilitaron ningún otro dato sobre las ofertas al
parecer rechazadas . Señalaron también que los activos no
adquiridos por ABB se venderían y que el producto de la
venta se adjudicaría a los acreedores públicos . Según sus
cálculos, dicho producto se aproximaría a los 7 000 mi­
llones de pesetas . Por otra parte, aclararon que los sindi­
catos habían aceptado las condiciones del acuerdo con
ABB porque los trabajadores que se jubilaran de forma
anticipada se beneficiarían de las ayudas aprobadas en
1987 por el Gobierno central en virtud de la Ley
n° 27/1984 . Las autoridades españolas informaron tam­
bién de que las ayudas concedidas en virtud de dicha Ley
supondrían para el Estado un coste de 15 019 millones
de pesetas que se financiaría durante el período de 1990
a 2000.

Las autoridades españolas subrayaron que estas ayudas
eran de carácter social y serían entregadas directamente
a los trabajadores, sin pasar por las cuentas de las empre­
sas. Indicaron también que las transacciones derivadas
del acuerdo con ABB se regirían por las leyes y normati­
vas generales en materia fiscal . Cabe destacar, poir úl­
timo, que, en contraste con la información facilitada en
la comunicación anterior, las autoridades españolas indi­
caron que tan sólo se cerraría la fábrica de Erandio.

Mediante carta de 5 de abril de 1990, las autoridades
españolas remitieron a la Comisión una copia de un bo­
rrador de documento titulado «Convenio de liquidación
y adjudicación de los bienes de CCC en pago de sus
deudas a los acreedores públicos». Las partes signatarias
del mismo eran CCC, ABB y el Estado. En él, ABB y el
Estado español asumían las siguientes obligaciones :

— los diversos acreedores públicos de CCC :

— renunciarían a sus créditos contra CCC por valor
de 35 910 millones de pesetas ;

— renunciarían unilateralmente a sus derechos de hi­
poteca y embargo sobre activos de CCC ; si

En contradicción con la anterior carta de las autoridades
españolas, en esta comunicación se indicaba de nuevo
que, una vez celebrado el acuerdo, se cerrarían dos fá­
bricas de CCC, en concreto, las de Erandio y Valladolid .

Por último, cabe destacar que de varias partes del borra­
dor de acuerdo parecía desprenderse que los intereses de
las empresas del grupo CCC serían representados por
una filial de ABB creada a tal efecto.

IV

Mediante carta de 3 de agosto de 1990, se notificó al
Gobierno español la decisión de la Comisión de iniciar el
procedimiento del apartado 2 del artículo 93 del Tra­
tado. En dicha carta, se instaba al Gobierno español a
que presentara sus observaciones , así como a que facili­
tara a la Comisión información completa para que ésta
pudiera evaluar debidamente la compatibilidad de los po­
sibles elementos de ayuda contenidos en las intervencio­
nes de las autoridades españolas .

En concreto, la Comisión solicitó de nuevo al Gobierno
español que respondiera a las preguntas formuladas en su
carta de 20 de junio de 1990 . Se trataba de aclarar deter­
minados aspectos básicos de las intervenciones públicas ,
sobre los cuales las autoridades españolas no hahían faci­
litado información o los datos suministrados resultaban
insuficientes para evaluarlas debidamente .
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La Comisión solicitaba lo siguiente : información sobre
cualquier ayuda concedida o prevista por las autoridades
autonómicas o locales ; copias de la correspondencia con
las empresas que presentaron ofertas de adquisición de
CCC, así como del memorándum de acuerdo con ABB ;
identidad, control, titularidad y función desempeñada
por las empresas que negociaron la adquisición de CCC;
compromisos de todo tipo asumidos por las partes que
participaron en las negociaciones : el Estado, propieta­
rios , adquirentes , sindicatos ; futuros planes industriales y
de reestructuración de los compradores, indicando la ac­
tual capacidad de producción de las plantas de CCC y
las previsiones para los próximos cinco años, etc. Cabe
señalar que, como en todos los casos de ayudas a empre­
sas en dificultades , este último aspecto era de importan­
cia vital para determinar la compatibilidad con el mer­
cado común de las intervenciones públicas .

Se informó a los demás Estados miembros y terceros in­
teresados de la decisión de la Comisión mediante la pu­
blicación de la carta enviada al Gobierno español en el
Diario Oficial de las Comunidades Europeas de 3 1 de oc­
tubre de 1990 .

El Gobierno español presentó sus observaciones me­
diante carta de 4 de octubre de 1990, en la que decla­
raba, en primer lugar, que realizaba dicha comunicación
únicamente para cumplir la obligación general de cola­
borar con las instituciones comunitarias, ya que conside­
raba ilegal la incoación del procedimiento. El Gobierno
español impugnaba dicha legalidad por considerar que
las intervenciones se habían notificado debidamente y
que la Comisión no había tomado decisión alguna en el
plazo de dos meses siguientes al último envió de infor­
mación .

En las observaciones del Gobierno español se señalaba
también que las distintas intervenciones públicas efectua­
das en este asunto debían considerarse como una única
operación de aplicación de un acuerdo extrajudicial en
virtud del cual se vendieron los activos de una empresa
endeudada para pagar sus deudas . Se afirmaba también
que la única particularidad de este acuerdo era que, dada
la participación de las instituciones públicas , la legisla­
ción española exigía el cumplimiento de determinados
requisitos de procedimiento, es decir, la emisión de un
dictamen por el Consejo de Estado español y su aproba­
ción mediante Real Decreto .

En cuanto a la información adicional solicitada por la
Comisión, el Gobierno español subrayó que dicha infor­
mación ya se había enviado a la Comisión o no era perti­
nente para la evaluación del asunto . No obstante , las au­
toridades españolas facilitaron algunos datos adicionales .

La comunicación de las autoridades españolas incluía
una copia del Real Decreto n° 810/ 1990 de 15 de junio,
mediante el cual el Gobierno español autorizó el conve­
nio de liquidación entre CCC, ABB y el Estado, así
como una copia del acuerdo firmado por las partes el 3

de julio de 1990 . Se remitía también copia de determina­
dos documentos que la Comisión había solicitado y aún
no había recibido, como el texto del acuerdo firmado el
29 de diciembre de 1989 por ABB, los sindicatos y el
Estado, relativo al reparto de los costes de la reestructu­
ración de la plantilla de CCC, y una copia de un docu­
mento titulado «Plan Industrial», presentado por ABB a
las autoridades españolas .

Estos datos permitieron aclarar determinados aspectos
esenciales de las intervenciones públicas que resultaban
oscuros y ambiguos antes de la incoación del procedi­
miento del apartado 2 del artículo 93 .

En particular, la nueva información suministrada indi­
caba que la participación de todos los interesados en la
venta de los activos de CCC respondía a una estrategia
acordada previamente entre las autoridades españolas y
ABB para rescatar las actividades industriales de las em­
presas y romper al mismo tiempo los vínculos jurídicos
entre los compradores de los activos y CCC, con el fin
de evitar prima facie cualquier responsabilidad que pu­
diera surgir en el futuro . Esta estrategia se llevó a la
práctica a través de las siguientes fases :

1 ) ABB crea la empresa ESENE UNO SA para llevar a
cabo las negociaciones y adquirir el control de CCC a
los efectos de la transacción

En contradicción con la información facilitada ante­
riormente, el Gobierno español ahora señalaba que,
de las empresas a las que se había ofrecido CCC, tan
sólo ABB presentó una oferta firme, ya que los demás
compradores potenciales se retiraron de las negocia­
ciones .

Después de que, en agosto de 1989, el Gobierno espa­
ñol hubiera aceptado la oferta de ABB de adquirir el
control de las actividades industriales de CCC, ABB
creó una filial instrumental participada al 100 % de­
nominada ESENE UNO SA. A continuación, CCC
autorizó a ESENE UNO para que representara a este
grupo en las negociaciones destinadas a formalizar y
aplicar el acuerdo (véase el punto 3). Según las auto­
ridades españolas, ESENE UNO SA disponía de una
opción de compra de las acciones de CCC al precio
simbólico de una peseta .

Ha de señalarse que, aunque ABB no adquirió las ac­
ciones de CCC, la primera controlaba efectivamente a
la segunda a través de su filial ESENE UNO, que
representaba los intereses tanto de CCC como de
ABB en las negociaciones con las autoridades españo­
las .

También debe subrayarse lo infrecuente de la situa­
ción descrita, que pone claramente de manifiesto la
finalidad de la estrategia elaborada por las autorida­
des españolas y ABB : quien representaba los intereses
de CCC en las negociaciones dirigidas a vender sus
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3) Acuerdo transaccional

Una vez resuelto el problema de la plantilla, seguía
habiendo otro factor que ponía en peligro la viabili­
dad de CCC : si hubiera tenido que pagar sus deudas
pendientes, el grupo se habría encontrado técnica­
mente en quiebra. Las autoridades españolas informa­
ron de que la situación financiera consolidada del
grupo a 31 de diciembre de 1988 arrojaba un resul­
tado negativo de 19 161 millones de pesetas, y que el
Estado era su principal acreedor, totalizando las deu­
das al mismo, según se ha indicado, 35 910 millones
de pesetas . Estas deudas se habían garantizado me­
diante hipotecas o con la anotación preventiva de em­
bargo de los activos de CCC a favor del Estado .

activos industriales era, en última instancia, una filial
de ABB, es decir, de la empresa que se suponía iba a
comprar dichos activos. Esta falta de separación de
personalidad entre comprador y vendedor se hace
aún más patente en el caso de las ayudas para rees­
tructuración de plantilla (véase el punto 2) y demues­
tra hasta qué punto ABB estaba involucrada en esta
operación.

2) Acuerdo con los sindicatos

Uno de los principales factores que ponían en peligro
la viabilidad de las actividades industriales de CCC
era el exceso de plantilla de sus empresas. Para abor­
dar este problema, ESENE UNO, en nombre de
ABB, y las autoridades centrales españolas, de forma
exclusiva y sin la intervención de CCC, iniciaron ne­
gociaciones con los sindicatos para acordar una re­
ducción considerable de la plantilla de CCC. El resul­
tado de dichas negociaciones fue la firma, el 29 de
diciembre de 1989, de un acuerdo en el que se estipu­
laba lo siguiente :

— los trabajadores de CCC no se opondrían a los
planes de ABB de adquirir el control de las activi­
dades industriales de CCC,

Para resolver este problema, ESENE UNO SA (filial
instrumental de ABB), en nombre de CCC, ABB y el
Estado firmaron el 3 de julio de 1990 un acuerdo de
liquidación de las deudas de CCC en las condiciones
descritas en la sección III de la presente Decisión .

siempre que ABB :

En el texto del acuerdo firmado —remitido por el
Gobierno español tras la . incoación del procedi­
miento— constaba por primera vez con claridad que
los 7 000 millones de pesetas que ABB ofreció a cam­
bio de los activos seleccionados no fueron a parar al
Estado y a los acreedores públicos, sino a CCC. Al
parecer, este importe era el máximo que ABB estaba
dispuesto a aportar para financiar los compromisos
asumidos en virtud del acuerdo firmado con los sindi­
catos (es decir, reducción de 521 puestos de trabajo
mediante incentivos, participación en el fondo de
pensiones). Por consiguiente, estos 7 000 millones de
pesetas recibidos por CCC se destinarán, al menos en
parte, a pagar a los trabajadores las cantidades pro­
metidas por ABB en virtud del acuerdo con los sindi­
catos (véase el punto 2).

— reempleara a 2 915 trabajadores de los 5 102 que
formaban la plantilla total de CCC,

— financiara las indemnizaciones por despido de 521
trabajadores que no podían beneficiarse de ayudas
al amparo del régimen creado por la Ley n°
27/ 1984 (véase la referencia a la carta de 14 de
febrero de 1990 de las autoridades españolas en la
sección III de la presente Decisión),

— participara con el Estado en la financiación de un
fondo de pensiones para la reducción de la planti­
lla de CCC,

y que el Estado :

— llevara a la práctica la decisión del Gobierno de
27 de diciembre de 1987 (véase la sección III de la
presente Decisión) de financiar los costes de jubi­
lación anticipada de 1 666 trabajadores,

— garantizara la prestación completa por desempleo
durante dos años para otros 521 trabajadores que
serían despedidos a través de incentivos, con inde­
pendencia de que tuvieran o no derecho a dicha
prestación conforme a la legislación general espa­
ñola, y

— cofinanciara el fondo de pensiones antes mencio­
nado.

Por último, hay que subrayar, una vez más, que CCC
no participó en las negociaciones que tenían por ob­
jeto la reducción de la plantilla de sus fábricas.

Del texto del acuerdo se desprendía también que los
activos seleccionados de CCC (todos los activos fijos,
salvo ciertos terrenos y edificios marginales) fueron
comprados por más de 20 filiales distintas de ABB en
España recién creadas para este fin, a saber : «ABB
Energía SA», «ABB Generación SA», «ABB Metrón
SA», «ABB Industria SA», «ABB Motores SA», «ABB
Nortem SA», «ABB Sabadell SA», «ABB Galindo
SA», «ABB Trafodis SA», «ABB Subestaciones SA»,
«ABB Trafo SA», «ABB Trafonor SA», «ABB Trafo­
sur SA», «ABB Tracción SA», «ABB Service SA»,
«ABB Imasde SA» «ABB Uno SA», «ABB Dos SA»,
«ABB Tres SA», «ABB Cuatro SA», «ABB Cinco SA»,
«ABB Seis SA» y «ABB Siete SA».

Tras el acuerdo transaccional, el grupo CCC conser­
varía tan solo la propiedad de los terrenos y edificios
marginales que no habían sido seleccionados por
ABB. A este respecto, cabe mencionar que en el
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acuerdo se establecía que los activos no seleccionados
por ABB se venderían gradualmente bajo la supervi­
sión de ESENE UNO, lo que pone de nuevo de re­
lieve el control efectivo que ejercía ABB sobre CCC.
El producto de la venta se destinaría en su caso al
Estado y a los acreedores públicos.

Después de todas estas operaciones , CCC quedaría
reducido a un grupo de empresas sin contenido a
efectos de liquidación.

4) Plan industrial

Como ya se ha indicado, a las observaciones del Go­
bierno español se adjuntaba una copia del denomi­
nado «Plan industrial» presentado por ABB y acep­
tado por las autoridades españolas. Además de descri­
bir la estrategia mencionada para adquirir el control
de las actividades industriales de CCC, el plan sumi­
nistraba por primera vez información sobre determi­
nadas medidas industriales que ABB debería tomar en
el futuro. En concreto, se declaraba que las filiales de
ABB que habían adquirido activos de CCC se com­
prometían a invertir 5 600 millones de pesetas en los
próximos cuatro años . Aparte de esta cifra, el deno­
minado plan industrial preveía únicamente en térmi­
nos generales una serie de objetivos que debían alcan­
zarse mediante las inversiones (véase el Real Decreto
n° 810/1990, Boletín Oficial del Estado n° 148 , de 21
de junio de 1990).

Pese a que la Comisión lo había solicitado con ante­
rioridad, ni en el denominado plan industrial ni en las
observaciones del Gobierno español se explicaba
cómo se iban a materializar las inversiones de 5 600
millones de pesetas , ni se cuantificaban sus efectos fu­
turos en la capacidad de producción, producción real
e indicadores financieros y de explotación de las fá­
bricas.

Como las autoridades españolas tan solo habían respon­
dido parcialmente a las preguntas planteadas, por la Co­
misión en su carta de 20 de junio de 1990, la Comisión
solicitó a dichas autoridades mediante carta de 6 de no­
viembre de 1990 que completaran su respuesta y facilita­
ran información complementaria de las observaciones
presentadas . En particular, las autoridades españolas no
habían presentado aún los elementos siguientes : una co­
pia de todas las ofertas de adquisición de CCC presenta­
das, así como de la correspondencia con los oferentes ;
una copia de la correspondencia con los compradores en
el curso de las negociaciones ; anexos del acuerdo tran­
saccional ; pormenores de los futuros planes industrial y
de reestructuración de los compradores, etc. En dicha
carta, la Comisión subrayaba que, hasta aquella fecha,
las autoridades españolas no habían invocado ningún
motivo que pudiera servir a la Comisión para evaluar la
compatibilidad de los elementos de ayuda contenidos en
las intervenciones públicas. A este respecto, la Comisión
subrayaba que para llevar a cabo dicha evaluación era
esencial que se presentaran los programas de reestructu­
ración detallados de las actividades industriales de CCC.

Ha de señalarse que la Comisión no puede llevar a cabo
en modo alguno su evaluación sobre la compatibilidad de
las ayudas de rescate y reestructuración de actividades
industriales si el Estado miembro interesado no facilita
información pormenorizada y cuantificada sobre las me­
didas de reestructuración propuestas y sobre sus efectos.
A falta de dicha información, que las autoridades espa­
ñolas no facilitaron en este caso, la Comisión no puede
determinar la necesidad y proporcionalidad de la ayuda,
ni sus efectos de falseamiento de las condiciones de com­
petencia .

Las autoridades españolas respondieron mediante carta
de 28 de diciembre de 1990, en la que declaraban que,
en su opinión, habían dado plena respuesta a todas las
preguntas formuladas por la Comisión, por lo que debía
considerarse que su respuesta anterior era completa. Rei­
teraban también que las intervenciones públicas en rela­
ción con CCC no contenían ningún elemento de ayuda
estatal .

Con respecto al acuerdo transaccional, las autoridades
españolas señalaban que se trataba de una operación
compleja de concesiones mutuas y que las entidades pú­
blicas habían intentado recuperar sus créditos en la
mayor medida posible, como lo habría hecho cualquier
acreedor privado . Por consiguiente, concluían que dicho
acuerdo no debía considerarse como una condonación
de las deudas, sino una medida general de aplicación
uniforme en España, que no tiene por objeto apoyar a
determinadas empresas y que, por lo tanto, no queda
comprendida en el ámbito de aplicación del apartado 1
del artículo 92 del Tratado. Las autoridades españolas
subrayaron también que la práctica comercial reco­
mienda llegar a acuerdos extrajudiciales para evitar pro­
cedimientos de quiebra que implicarían la liquidación de
activos y el cese de las actividades empresariales del deu­
dor insolvente.

Las autoridades españolas señalaban también a la Comi­
sión las semejanzas existentes entre el procedimiento se­
guido para vender los activos de CCC y lo dispuesto en
la Ley francesa 85/98 de 25 de enero sobre el procedi­
miento judicial de quiebra. El artículo 1 de dicha Ley
establece que el objeto del procedimiento es proteger a
las empresas, su funcionamiento y sus empleados y liqui­
dar sus deudas. En opinión de las autoridades españolas,
estos objetivos coinciden con los que ellas perseguían
mediante el acuerdo transaccional sobre las deudas de
CCC. A este respecto, señalaban también que la Comi­
sión no había considerado, en su decisión final sobre las
ayudas estatales concedidas a la empresa francesa MFL,
que la ayuda concedida para la reducción de plantilla
como consecuencia de la venta de los activos de la em­
presa en virtud de un procedimiento judicial de quiebra
constituía una ayuda a los compradores de sus activos .

Por último, las autoridades españolas indicaban que, en
el caso de MFL y de ISOROY-PINAULT, la Comisión
no había considerado como ayuda los rendimientos del
capital generados por la venta de activos en el procedi­
miento judicial de quiebra . Por consiguiente, las autori­
dades españolas concluían que sería jurídicamente inad­
misible que se diera en el presente asunto un trato dife­
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rente del concedido en el caso francés, por supuestas di­
ferencias de forma jurídica entre el acuerdo transaccional
sobre CCC y el procedimiento previsto en la Ley fran­
cesa 85/98 .

En cuanto a los programas de reestructuración de las ac­
tividades industriales de CCC, las autoridades españolas
afirmaron que ya habían facilitado a la Comisión toda la
información de que disponían sobre las futuras inversio­
nes de ABB. Señalaron que, aunque el acuerdo con ABB
no incluía ningún compromiso sobre la futura capacidad
de producción, la reducción de la plantilla de 5 102 a
2 915 trabajadores demostraba implícitamente que se lle­
varía a cabo un ajuste considerable de dicha capacidad .
En su opinión, otro factor que apuntaba en este sentido
era el cierre de la fábrica de Erandio que, conforme a
sus previsiones, fabricaba cerca del 30 % de la produc­
ción española de alternadores . Las autoridades españolas
señalaron también que la única condición que se había
impuesto a ABB era que se llevaran a la práctica las me­
didas industriales tal y como se contemplaban en el
acuerdo transaccional .

Por último, cabe mencionar que, entre los documentos
transmitidos a la Comisión en la carta de 28 de diciem­
bre de 1990, las autoridades españolas adjuntaban una
copia de una carta de 20 de julio de 1989 dirigida por
ABB al Ministerio de Industria español. En la misma,
ABB confirmaba las condiciones en las que estaría dis­
puesta a aceptar la compra de los activos vinculados a las
actividades industriales de CCC. Entre dichas condicio­
nes, ABB mencionaba las siguientes : el Estado debía pa­
gar las indemnizaciones, fondos de pensiones y presta­
ciones sociales complementarias relacionadas con la re­
ducción de la plantilla ; mientras tanto, los acreedores
públicos de CCC no deberían ejecutar las cargas y dere­
chos de embargo que tenían sobre los activos de CCC ;
por último, dichos acreedores renunciarían con carácter
definitivo a reclamar los créditos pendientes a CCC o a
las filiales que ABB crearía para comprar los activos. La
carta contenía también el valor contable a 22 de junio de
1989 de los activos de CCC. Según este documento, los
activos que ABB adquirió de CCC por 7 000 millones de
pesetas tenían un valor contable de 19 143 millones de
pesetas . Por su parte, el valor contable de los activos no
seleccionados que CCC conservaría para su posterior
venta a favor de los acreedores públicos tenían un valor
contable de 4 874 millones de pesetas , y ABB había esti­
mado su valor de mercado en 6 964 millones de pesetas .
En el documento se anunciaba también el cierre de la
fábrica de Erandio, tal y como habían declarado las au­
toridades españolas , pero también se indicaba que, al pa­
recer ABB se había quedado con toda la maquinaria y el
equipo de dicha fábrica.

En respuesta a las preguntas concretas formuladas por la
Comisión, las autoridades españolas comunicaron que
ABB no recibiría un trato fiscal especial por las operacio­
nes relacionadas con la adquisición de los activos de
CCC. Por otra parte, y con respecto a una cláusula in­
cluida en el acuerdo transaccional, en virtud de la cual
los compradores de los activos de CCC quedarían al
margen de todo incidente relacionado con deudas pen­
dientes anteriores , afirmaron que, en caso de que la Co­

misión ordenara la devolución de las ayudas , se aplicaría
la legislación comunitaria, ya que los acuerdos conven­
cionales como el acuerdo extrajudicial, que se examina
no pueden impedir su aplicación .

En cuanto a las observaciones de la Comisión sobre la
aplicación de las excepciones del Tratado, las autorida­
des españolas señalaron que la compatibilidad de las su­
puestas ayudas objeto de examen podía derivarse en úl­
tima instancia de lo dispuesto en las letras a) y c) del
apartado 3 del artículo 92 . A este respecto, subrayaron
que la reducción de la plantilla de CCC se llevará a cabo
fundamentalmente en las fábricas situadas en Andalucía
y en el País Vasco, y que la primera de estas regiones es
una de las menos desarrolladas de España y la segunda
ha resultado gravemente afectada por un proceso de re­
troceso industrial . Además, destacaron que la mayoría de
las fábricas de CCC se encuentran en regiones que pue­
den beneficiarse de ayudas regionales : las fábricas de
Córdoba y Valladolid en regiones que pueden benficiarse
de ayudas conforme a la letra a) del apartado 3 del ar­
tículo 92, y las de Trápaga, Galindo y Reinosa con arre­
glo a la letra c) del apartado 3 del artículo 92 . En opi­
nión de las autoridades españolas , estas circunstancias y
el principio de cohesión económica y social consagrado
en el artículo 130 A del Tratado y en el Protocolo n° 12
del Acta de adhesión de España y de Portugal recomien­
dan que se apliquen las excepciones a la incompatibilidad
mencionadas .

Tras nuevos contactos con las autoridades españolas ,
mediante cartas de 12 junio, 8 de julio, 16 y 23 de no­
viembre de 1992, 27 de enero y 10 de febrero de 1993 ,
ABB facilitó a la Comisión información detallada sobre
el programa de reestructuración de las antiguas activida­
des de CCC que en la actualidad eran propiedad de va­
rias de sus filiales en España (véase la sección VIII de la
presente Decisión).

V

En el marco del procedimiento del apartado 2 del ar­
tículo 93 del Tratado, las autoridades españolas han ale­
gado que las intervenciones públicas que se llevaron a
cabo con motivó de la venta de activos de CCC y, en
particular, las condiciones del acuerdo de liquidación de
las deudas pendientes de dichas empresas , deben consi­
derarse como casos normales de aplicación de medidas
generales de aplicación uniforme en España, por lo que
no quedan comprendidas en el ámbito de aplicación del
apartado 1 del artículo 92 del Tratado.

Frente a esta opinión, la Comisión considera que tanto la
condonación de deudas como la asunción anormal de los
costes de reestructuración de la plantilla pueden contener
elementos de ayuda estatal en el sentido del apartado 1
del artículo 92 .

Estas intervenciones públicas se apartan de la actuación
normal de los acreedores privados (véase la sección VI
de la presente Decisión) y públicos en circunstancias se­
mejantes a las que se dan en el caso CCC. Por otra
parte, no forman parte de un sistema de medidas genera­
les de aplicación uniforme en España.
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En cuanto a la condonación de deudas, cabe señalar que,
con arreglo a la legislación española, las instituciones del
Estado no pueden en principio condonar o reducir las
deudas de las empresas endeudadas . Así, en el artículo 39
de la Ley General Presupuestaria española, modificada
por la Ley n° 37 de 29 de septiembre de 1988 , se esta­
blece que «no se podrá transigir judicial ni extrajudicial­
mente sobre los derechos de la Hacienda Pública, ni so­
meter a arbitraje las contiendas que se susciten respecto
de los mismos, sino mediante Real Decreto acordado en
Consejo de Ministros , previa audiencia del Consejo de
Estado en pleno». Por consiguiente , los acreedores públi­
cos españoles están obligados en principio a solicitar la
declaración de quiebra forzosa del deudor para reclamar
el pago de deudas pendientes, tal y como lo haría cual­
quier acreedor privado. Con el fin de facilitar la recupe­
ración de dichas deudas, la legislación general española
contempla incluso procedimientos especiales de reclama­
ción para las instituciones públicas , a las que se las cali­
fica de acreedores preferenciales . En contraste con esta
práctica generalizada, las autoridades españolas declara­
ron expresamente a la Comisión que evitaron deliberada­
mente reclamar las deudas pendientes de CCC para no
obligar a la empresa a declararse en quiebra!.

Por otra parte, ha de resaltarse que, al optar por el
acuerdo transaccional en las condiciones negociadas con
ABB, los acreedores públicos renunciaron a recuperar
una proporción mayor de deudas que las efectivamente
recuperadas (véase la sección VI de la presente Deci­
sión).

Estos hechos ponen de manifiesto el carácter extraordi­
nario de la intervención y la intención deliberada de sal­
var las actividades industriales de CCC mediante la fi­
nanciación de una parte de los costes de reestructura­
ción .

Debe también señalarse que, en contra de la posición de
las autoridades españolas , el artículo mencionado de la
Ley General Presupuestaria española no establece ningún
procedimiento nuevo de administración judicial o quie­
bra ; simplemente faculta al Estado para renunciar a sus
derechos fiscales en situaciones extraordinarias , siempre
que se respete el procedimiento fijado a tal fin , dado el
carácter extraordinario de tal actuación, que podría ser
contraria al interés público. Por lo tanto, si el Estado es­
pañol renuncia a sus derechos fiscales tras oir el dicta­
men del Consejo de Estado, estará actuando en principio
de forma conforme con la legislación española (es evi­
dente que un Estado ha de atenerse a los principios reco­
gidos en su propia legislación). Sin embargo, desde el
punto de vista del Derecho comunitario, la condonación
de deudas por parte de un Estado miembro, en las con­
diciones descritas, puede constituir una ayuda con arre­
glo al apartado 1 del artículo 92 , ya que podría no co­
rresponderse con la actuación de un acreedor privado en
condiciones normales de economía de mercado.

Por último, cabe mencionar que en ningún caso el men­
cionado artículo 39 de la Ley General Presupuestaria au­
toriza al Estado para renunciar a los créditos de un
banco estatal ni a condonar deudas a la Seguridad Social

(5 325 millones de pesetas y 19 020 millones de pesetas ,
respectivamente, en el asunto CCC) (véase la sección III
de la presente Decisión).

Por lo que respecta a la financiación de los costes de
reestructuración de la plantilla, es evidente que el Es­
tado, en cuanto acreedor de las empresas, no estaba en
principio obligado a financiar ninguna de estas medidas
de reestructuración. Por otra parte, esta intervención se
autorizó al amparo de la Ley n° 27/ 1984, que representa

1 un régimen de ayudas reconocido por las autoridades es­
pañolas .

Desde una perspectiva global, resulta aún más evidente el
comportamiento anormal del Estado, contrario al de un
acreedor privado, puesto que no sólo renunció a recla­
mar las deudas, sino que llegó incluso a asumir los costes
de reestructuración de la plantilla para mantener en fun­
cionamiento las actividades industriales .

Como conclusión, puede afirmarse que las intervenciones
públicas objeto de examen han representado un coste fi­
nanciero para el Estado y no pueden ser consideradas
como medidas generales . Como se expone en la sección
VI de la presente Dicisión, tanto la condonación de las
deudas pendientes contemplada en el acuerdo transaccio­
nal, que se basa en el principio de libertad contractual
consagrado en el Código Civil español, como la finan­
ciación de los costes de reestructuración de la plantilla al
amparo de un reconocido régimen dé ayudas, han evi­
tado la desaparición de las actividades industriales de
CCC y han permitido que continúe en funcionamiento
bajo el control de ABB .

VI

En su examen de las intervenciones de las autoridades
españolas , la Comisión ha comprobado en qué medida
dichas intervenciones contienen elementos de ayuda en el
sentido del apártado 1 del artículo 92 del Tratado .

En su decisión de 25 de julio de 1990, por la que inició
el procedimiento de investigación del apartado 2 del ar­
tículo 93 del Tratado, la Comisión consideró que las si­
guientes intervenciones podían contener elementos de
ayuda estatal :

a) Condonación de deudas por valor de 35 910 millones de
pesetas

Desde el punto de vista de un inversor privado razo­
nable en una economía de mercado, la condonación
de deudas sólo tiene sentido si, en comparación con
otras opciones , garantiza al acreedor la recuperación
del máximo porcentaje posible de su crédito.

Si se tiene en cuenta que la posición de las autorida­
des públicas frente al grupo CCC era la de un acree­
dor preferencial con créditos garantizados mediante
hipotecas y embargos preventivos sobre los activos fi­
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chas actividades industriales son realizadas actual­
mente por las filiales de ABB mencionadas en el
punto 3 de la sección IV de la presente Decisión .
Gracias a la ayuda de las autoridades españolas, estas
sociedades han sucedido intencionalmente al grupo
CCC en la propiedad de sus activos industriales sin
tener que soportar el peso de su pasivo acumulado .

Otro hecho que pone claramente de manifiesto el ca­
rácter de ayuda de la intervención en favor de las fi­
liales de ABB es que las deudas condonadas estaban
garantizadas mediante hipotecas y embargos preventi­
vos sobre los activos fijos de CCC. En tales circuns­
tancias , si el Estado no hubiera condonado las deudas
de CCC ni hubiera renunciado al mismo tiempo a sus
derechos sobre los activos trabados en garantía del
reembolso, las filiales de ABB se habrían visto obliga­
das a hacer frente a dichas deudas como nuevos pro­
pietarios de los activos trabados .

jos de las empresas (véase el punto 3 de la sección
IV), aun cuando el grupo CCC fuera insolvente , las
autoridades públicas podrían haber recuperado, por lo
menos, un importe equivalente al producto de la
venta por partes de los activos trabados, descontados
los costes de realización, si hubieran procedido a eje­
cutar sus derechos y cargas contra dichos activos .

Conforme al acuerdo transaccional (véanse la sección
III y el punto 3 de la sección IV de la presente Deci­
sión), los acreedores públicos de CCC condonaron
deudas por valor de 35 910 millones de pesetas y reci­
birán el producto de la venta de los activos que no
fueron seleccionados por ABB . Con arreglo a un cál­
culo a priori de las autoridades españolas, dichos acti­
vos , cuyo valor contable amortizado a 22 de junio de
1989 era de 4 874 millones de pesetas, permitirían ob­
tener 7 000 millones de pesetas . Sin embargo, en con­
traste con este procedimiento de recuperación y pese
a las garantías y derechos mencionados sobre los acti­
vos restantes , los acreedores públicos no obtendrán
ningún producto de los activos seleccionados por
ABB, cuyo valor contabíe amortizado a 22 de junio
de 1989 era de 19 143 millones de pesetas .

Este hecho pone de manifiesto que, frente a las alega­
ciones de las autoridades españolas , la actuación de
los acreedores públicos con arreglo al acuerdo tran­
saccional, que no contempla ninguna recuperación
con respecto a los activos seleccionados por ABB —y
la asunción extraordinaria, de los costes de reestruc­
turación de la plantilla [véase más adelante la letra b)
de la presente sección]—, no parece respondér al ob­
jetivo del Estado de recuperar al máximo sus créditos,
como lo habría hecho cualquier acreedor privado en
circunstancias semejantes —aparte de las considera­
ciones de carácter social, regional y sectorial—, sino a
la intención deliberada de las autoridades públicas de
rescatar las actividades industriales de CCC y evitar
su quiebra . A este respecto, cabe destacar que las au­
toridades españolas confirmaron en sus observaciones
que CCC se habría declarado en quiebra y sus activi­
dades industriales habrían desaparecido probable­
mente si los acreedores públicos hubieran procedido a
ejecutar sus derechos sobre los activos de las empresas
(véase la segunda parte de la sección IV de la pre­
sente Decisión).

En vista de todo lo expuesto, la Comisión concluye
que la condonación por parte de los acreedores públi­
cos de las deudas pendientes de CCC por valor de
35 910 millones de pesetas, menos el producto que
obtenga el Estado de la venta de ios activos no selec­
cionados por ABB, constituye una ayuda a las activi­
dades industriales ininterrumpidas de CCC. Al renun­
ciar a percibir un importe equivalente a las deudas ne­
tas condonadas, las autoridades públicas signatarias
del acuerdo transaccional han evitado la desaparición
de las actividades industriales de CCC y han permi­
tido que el grupo continúe funcionando bajo el con­
trol de ABB . A este respecto, conviene señalar que di­

b) Financiación de los costes resultantes de un programa de
reestructuración de la plantilla que supuso para el Estado
un coste extraordinario estimado de 15 000 a 30 000
millones de pesetas

Después de que los sindicatos, ABB y el Estado acor­
daran en diciembre de 1989, tras largas negociacio­
nes, que ABB emplearía de nuevo a 2 915 de los 5 102
trabajadores del grupo CCC (véase la sección III de
la presente Decisión), ABB y el Estado continuaron
negociando el reparto entre ambos de los costes de
financiación de la reducción de la plantilla en 2 187
trabajadores implícita en el acuerdo. Acordaron por
fin que ABB pagaría como máximo 7 000 millones de
pesetas de dichos costes , mientras que el Estada fi­
nanciaría el resto con cargo al régimen de ayudas
creado por la Ley n° 27/ 1984 .

El compromiso asumido por ABB en virtud de dicho
acuerdo se materializó en una de las cláusulas del
acuerdo transaccional firmado el 3 de julio de 1990,
conforme a la cual ABB pagaría 7 000 millones de pe­
setas (incluido IVA) a CCC por los activos que había
seleccionado. Según dicha cláusula, CCC se compro­
metía a destinar dicho importe a financiar los com­
promisos asumidos por ABB en su acuerdo con los
sindicatos . En la práctica, esto implicaba que los 7 000
millones de pesetas se dedicarían en parte a financiar
costes de reducción de plantilla en relación con los
521 trabajadores que no podían optar por las ayudas
previstas en el régimen de ayudas creado por la Ley
n° 27/ 1984 .

Por su parte, y con el fin de posibilitar el despido de
los 1 666 trabajadores restantes sin que ello supusiera
nuevos costes para ABB, el Estado aceptó desembol­
sar las ayudas aprobadas por el Gobierno español en
diciembre de 1987 en aplicación del régimen creado
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dustriales, es preciso realizar el siguiente análisis : si
los 1 666 trabajadores hubieran sido despedidos en
circunstancias normales, se les habría tenido que pa­
gar, por lo menos, la indemnización mínima por des­
pido a que tuvieran derecho conforme a la legislación
general española . A este respecto, el apartado 10 del
artículo 51 de la Ley n° 8 / 1980 de 10 de marzo
(Estatuto de los Trabajadores), establece que la in­
demnización en caso de despido por causas tecnológi­
cas o motivos económicos o por fuerza mayor será de
veinte días de salario por año de servicio, con un má­
ximo de doce mensualidades .

por la Ley n° 27/ 1984 (véase la sección III de la pre­
sente Decisión). Mediante esta intervención, el Estado
financia los costes derivados de la jubilación antici­
pada de 1 666 trabajadores de CCC. Cabe señalar
que el régimen de ayudas creado por la Ley n°
27/ 1984 prevé la posibilidad de jubilación anticipada
con prestaciones extraordinarias para las personas
mayores de 55 años que trabajaran en empresas en
proceso de reestructuración conforme a dicha ley. Las
autoridades españolas informaron de que el importe
asignado por el Gobierno en virtud de la Ley n°
27/ 1984 para los 1 666 trabajadores de CCC era de
15 019 millones de pesetas .

La información anterior pone de manifiesto que la in­
tervención pública objeto de examen desempeñó una
función clave en la recuperación de las actividades in­
dustriales de CCC, puesto que hizo posible el
acuerdo con los trabajadores para evitar procedimien­
tos judiciales que habrían llevado a CCC a la declara­
ción de quiebra forzosa (CCC carecía de solvencia
para financiar por sí misma las indemnizaciones por
despido), y permitió en la práctica que ABB conti­
nuara con las actividades industriales con una planti­
lla considerablemente reducida . Como han recono­
cido las autoridades españolas (véase la sección III de
la presente Decisión), de no ser por el plan de jubila­
ción anticipada, los trabajadores de CCC no habrían
aceptado las condiciones del acuerdo con ABB,
puesto que este último grupo se negaba a asumir los
costes de reestructuración de plantilla que excedieran
de los 7 000 millones de pesetas efectivamente paga­
dos para despedir a 521 trabajadores .

Ha de subrayarse una vez más que el Estado y ABB
negociaron y celebraron el acuerdo con los trabajado­
res sin que interviniera CCC, lo que pone de relieve
el grado de participación de ABB en esta operación .

Por consiguiente , la financiación por el Estado de los
costes derivados de la jubilación anticipada de 1 666
trabajadores de CCC mayores de 55 años contiene un
elemento de ayuda equivalente a la suma de las in­
demnizaciones mínimas legales antes mencionadas
que habrían debido pagarse para despedir a dichos
trabajadores de no ser por la intervención estatal .

En cuanto a la identificación del beneficiario de las
ayudas antes cuantificadas, es evidente que parecen
serlo las actividades industriales ininterrumpidas de
CCC cuyo control y propiedad corresponden actual­
mente a ABB . La competitividad de estas actividades
industriales ha resultado reforzada en gran medida
tras liberarse de una carga financiera considerable
correspondiente al exceso de plantilla. Por otra parte,
y conforme a la información disponible, la Comisión
observa que la intervención pública había sido dise­
ñada y acordada por adelantado entre el -Estado y
ABB, sin la intervención de CCC, para facilitar la ad­
quisición por parte de ABB de las actividades indus­
triales con ayuda del Estado .

Por consiguiente , la Comisión concluye que la finan­
ciación por el Estado de los costes de jubilación anti­
cipada de 1 666 trabajadores de CCC mayores de 55
años contiene un elemento de ayuda a ABB equiva­
lente a la suma de las indemnizaciones legales míni­
mas que dichos trabajadores habrían recibido por su
despido de no ser por la intervención estatal .

Debe señalarse que, sin la intervención pública y para
evitar la quiebra de CCC, el único que podría haber
indemnizado a los 1 666 trabajadores de CCC era
ABB, en vista de que CCC era insolvente . Conviene
recordar que, según se ha dicho antes, efectivamente,
ABB aceptó pagar, y pagó indemnizaciones por des­
pido incluso superiores para los 521 trabajadores de
CCC menores de 55 años, que por su edad no podían
optar por las ayudas estatales con arreglo al régimen
establecido por la Ley n° 27/ 1984 . Por último, cabe
señalar una vez más que el elemento de ayuda es con­
secuencia de un acuerdo con los trabajadores firmado
por el Estado y ABB sin la participación de CCC, en
virtud del cual ambas partes decidieron repartirse los
costes de la reducción de la plantilla de las instalacio­
nes industriales que en la actualidad explota ABB .

En cualquier caso, los 15 019 millones de pesetas no
representan el valor de la ayuda de la que se han be­
neficiado las actividades ininterrumpidas de CCC y
ABB en virtud del plan de jubilación anticipada desti­
nado a reducir la mano de obra en 1 666 trabajado­
res .

En realidad, dicha cifra representa al misjmo tiempo él
coste que supuso para el Estado el plan de jubilación
anticipada y el importe percibido por los trabajadores
gracias a esta intervención. Por lo que respecta a los
trabajadores, ello no implica ningún elemento de
ayuda con arreglo al apartado 1 del artículo 92, que
se refiere a las ayudas concedidas a determinadas em­
presas o para la producción de determinados bienes .

Con el fin de determinar el importe de la ayuda de la
que se beneficiaron efectivamente las actividades in­
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c) Otros posibles elementos de ayuda estatal contenidos en
las condiciones de venta de los activos de CCC (es de­
cir, precio de venta reducido, beneficios fiscales, compro­
miso de realizar pedidos públicos)

En sus comunicaciones a la Comisión, las autoridades
españolas declararon oficialmente que las operaciones
relacionadas con la venta de activos de CCC se regi­
rían por las leyes y normativas generales en materia
fiscal y que los adquirentes de los activos no se bene­
ficiarían de deducciones o exenciones fiscales .

Por otra parte, las autoridades españolas afirmaron
que el Estado no había asumido ningún compromiso
frente a ABB, aparte de lo estipulado en el acuerdo
transaccional. A este respecto, la Comisión ha com­
probado que el texto del acuerdo no contiene ningún
compromiso de realizar en el futuro pedidos públicos
a las empresas de ABB .

Por último, de la información facilitada por las auto­
ridades españolas se desprende claramente que la
venta de activos de CCC se realizó entre empresas de
propiedad privada —CCC y ABB—, ya que dichos
activos nunca fueron propiedad del Estado . Por con­
siguiente, en principio, no puede considerarse, en el
presente caso, que se haya concedido una ayuda me­
diante la reducción del precio de venta de activos es­
tatales . Además, incluso si el precio de venta fijado
finalmente para la cesión de la propiedad de los acti­
vos de CCC entre los grupos privados podría haber
resultado alterado por los efectos de cualquiera de las
ayudas concedidas por el Estado a los agentes econó­
micos que intervinieron en la transacción —enumera­
das en las letras a) y b)—, dicha alteración del precio
no constituiría un nuevo elemento de ayuda, sino la
consecuencia lógica de los elementos de ayuda identi­
ficados antes .

Con respecto a las observaciones de las autoridades
españolas sobre la similitud entre el presente caso de
ayuda estatal y los otros dos asuntos examinados por
la Comisión en el pasado relativos a las empresas
francesas MFL e ISOROY-PINAULT, ha de seña­
larse que, en el caso de CCC, la Comisión ha deter­
minado que las autoridades españolas condonaron las
deudas de dichas empresas de forma extraordinaria y
discrecional mientras que en el caso de MFL o ISO­
ROY-PINAULT, la Comisión no tuvo conocimiento
de ninguna decisión de las autoridades francesas de
condonar deudas . En tales circunstancias , la Comisión
no podía poner reparos a una intervención semejante
del Gobierno francés en favor de dichas empresas .

Por otra parte, la Comisión no puede aceptar que
exista una similitud entre la ayuda pagada a los traba­
jadores en el caso de MFL y la pagada a los trabaja­
dores de CCC. En el caso de MFL, el Gobierno fran­
cés autorizó las ayudas después de que el juez encar­
gado de la administración aceptara la oferta de adqui­

sición de determinados compradores , que implica la
reducción de la plantilla en un número determinado
de trabajadores . En cualquier caso, ni el comprador
estaba obligado en principio a negociar ni negoció en
la práctica con los trabajadores de MFL compensa­
ción alguna, puesto que se limitó a presentar una
oferta al juez . Por consiguiente, en el caso MFL, las
ayudas concedidas a los trabajadores no liberaron al
comprador de ninguna obligación directa o indirecta
con respecto a los mismos . En cambio, en el caso de
CCC, las ayudas concedidas a los trabajadores fueron
aprobadas por el Estado con bastante antelación, en
1987, con el fin de facilitar la adquisición de la em­
presa, como han reconocido expresamente las autori­
dades españolas . Por otra parte, ABB —y no CCC—
negoció efectivamente y se comprometió a pagar in­
demnizaciones por despido a los trabajadores que no
podían optar por las ayudas previstas en el régimen
de ayudas creado por la Ley n° 27/ 1984 y, de no ser
por la intervención del Estado, habría tenido que in­
demnizar a los trabajadores jubilados de forma antici­
pada con cargo al Estado para que estos aceptaran
una transacción fuera del procedimiento de quiebra.
En tales circunstancias , es evidente que la interven­
ción pública con respecto a los trabajadores de CCC
tenía por objeto permitir la continuación de las activi­
dades industriales de dicho grupo por ABB, con una
plantilla reducida considerablemente . Por otro lado,
dicha intervención ha liberado a ABB de los costes
que habría tenido que soportar para lograr la reduc­
ción de la plantilla, ya que tenía la obligación de ne­
gociar con los trabajadores para que estos aceptaran
la adquisición proyectada fuera del procedimiento de
quiebra. Debe recordarse a este respecto que la ad­
quisición implicaba la cesión de todos los activos in­
dustriales de CCC a otras empresas . En vista de todo
lo expuesto, el beneficiario último de la intervención
es ABB.

Por último, a diferencia de los asuntos franceses ya
mencionados, en los que las empresas se encontraban
bajo el control de los administradores judiciales y sus
activos fueron vendidos por un juez a favor de los
acreedores con arreglo a la legislación francesa sobre
quiebra, a las empresas del grupo CCC no se les
aplicó la normativa española sobre quiebra —porque
las autoridades españolas prefirieron no obligar a
CCC a someterse a administración judicial— y sus
activos fueron vendidos con arreglo a un acuerdo pri­
vado entre CCC y ABB, en virtud del cual el Estado
no recuperó ninguna cantidad respecto de los activos
seleccionados por ABB, como reconocieron las auto­
ridades españolas en sus observaciones a la Comisión.

Por lo tanto, la Comisión no puede aceptar el su­
puesto paralelismo entre los asuntos franceses antes
mencionados y el caso de CCC.

Por consiguiente , y tras examinar detalladamente la in­
formación y las observaciones presentadas, la Comisión
concluye que las intervenciones de las autoridades espa­
ñolas con ocasión de la venta de los activos del grupo
CCC contienen dos elementos de ayuda, en la acepción
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séptimo sector. Por otra parte, en los segmentos del mer­
cado correspondientes a la gama de productos básicos
fabricados en las antiguas instalaciones de CCC —en la
actualidad propiedad de ABB—, se observan también
considerables flujos de comercio intracomunitario . Las
exportaciones intracomunitarias de motores eléctricos y
generadores (estadística NIMEXE, códigos 8501 y 8504)
ascendieron a 2 519 millones de ecus en 1988 . En cuanto
a los conmutadores de alta tensión, las exportaciones in­
tracomunitarias fueron de 262 millones de ecus en 1989 .
El comercio intracomunitario de transformadores en
1988 ascendió a 249 millones de ecus . En este segmento
del mercado se observa en particular un excedente im­
portante de la oferta sobre la demanda, por lo que es
imposible que todos los fabricantes utilicen plenamente
su capacidad . Por lo tanto, la lucha por los mercados es
muy intensa y seguirá siéndolo en los próximos años
(véase el capítulo 11 de Panorama de la Industria Comu­
nitaria en 1991-1992, Oficina de Publicaciones Oficiales
de las Comunidades Europeas , 1991 ).

La Comisión ha de subrayar que, aunque al parecer el
grupo CCC no participó de una manera significativa en
el mercado español de exportación, sus instalaciones in­
dustriales ocupaban y seguirán ocupando, ahora bajo el
control de ABB, una posición importante en el mercado
español, con cerca del 50 % del empleo y de la capaci­
dad de producción del sector nacional , como reconocie­
ron las autoridades españolas en sus comunicaciones . Por
lo tanto, toda ayuda concedida a estas instalaciones re­
fuerza su posición competitiva y les permite conservar
una cuota de mercado artificialmente elevada en España,
en detrimento de los competidores comunitarios que no
reciben ayudas y que intentan penetrar en el mercado es­
pañol [véase la sentencia del Tribunal de Justicia de las
Comunidades Europeas de 13 de julio de 1988 en el
asunto 102/ 87 Francia/Comisión (')].

Por último, cabe señalar que el grupo ABB, que en la
actualidad es propietario de las antiguas instalaciones de
CCC, es el mayor productor mundial del sector de la
ingeniería eléctrica, con un volumen de ventas consoli­
dado en 1989 de unos 12 000 millones de ecus, es decir,
casi el doble del obtenido por el segundo fabricante del
sector.

En cuanto a los efectos de falseamiento de la competen­
cia de los elementos de ayuda objeto de examen, la Co­
misión averiguó, en el curso de su investigación, que en
la Resolución de 20 de diciembre de 1988 , confirmada
en el pleno de 13 de abril de 1989 (publicadas respectiva­
mente en los Boletines ICE de 10-16 de julio de 1989 y
12-18 de junio de 1989), el Tribunal de Defensa de la
Competencia español declaró que tanto la ayuda para la
reestructuración social del grupo CCC como la falta de
recuperación de sus deudas pendientes podrían falsear la
competencia en el sector del equipamiento eléctrico espa­
ñol . Por este motivo, el Tribunal español recomendó
que, si en última instancia se concedían las ayudas por
razones sociales o industriales , el Gobierno español debía

del apartado 1 del artículo 92 del Tratado, a las filiales
de ABB que en la actualidad siguen explotando las acti­
vidades industriales de CCC y son propietarias de sus ac­
tivos ; el valpr de dichas ayudas se ha estimado como si­
gue :

— la condonación de deudas por valor de 35 910 millo­
nes de pesetas menos el producto que obtengan los
acreedores públicos de CCC de la venta de los acti­
vos no seleccionados por ABB ;

— el valor de la indemnización legal mínima por des­
pido a la que tenían derecho los 1 666 trabajadores
de CCC que se jubilaron anticipadamente con cargo
al Estado ; conforme a lo dispuesto en el apartado 10
del artículo 51 de la Ley n° 8/1980 (Estatuto de los
Trabajadores), la indemnización legal mínima por
trabajador es de veinte días de salario por año de ser­
vicio, con un máximo de doce mensualidades .

Los elementos de ayuda descritos afectan al comercio
entre Estados miembros y falsean o amenazan falsear la
competencia en el mercado común en los términos del
apartado 1 del artículo 92 .

En efecto, cuando el Estado refuerza o ayuda a mante­
ner la posición de determinadas empresas o actividades
económicas en el mercado frente a sus competidores en
la Comunidad, ha de considerarse que dicha actuación
afecta a otras empresas o actividades económicas .

A este respecto, ha de señalarse que la competencia y el
comercio intracomunitarios en el sector del equipamiento
eléctrico son particularmente intensos . A principios de
los años ochenta, este sector tuvo que hacer frente a una
brusca reducción de la demanda mundial, que condujo a
un aumento de la competencia y a un considerable ex­
ceso de capacidad . A su vez, esto ejerció una fuerte pre­
sión sobre los precios y los márgenes . Aunque desde en­
tonces se han registrado reducciones de la capacidad, la
competencia no se ha debilitado, sino que ha resultado
reforzada por la progresiva realización del mercado
único. La reducción de las barreras comerciales , la aper­
tura de procedimientos de contratación y la tendencia
hacia normas comunes están obligando a las empresas a
prestar mayor atención a sus competidores. Como conse­
cuencia de ello, el sector atraviesa una fase de reestruc­
turación para centrarse en las líneas de producción ren­
tables y racionalizar el empleo . En este contexto, se están
registrando también fusiones y adquisiciones , no sólo
para lograr economías de escala, sino también para to­
mar posiciones en los mercados extranjeros .

El comercio intracomunitario de productos de ingeniería
eléctrica (código NACE 34, excluida la electrónica) ha
crecido considerablemente durante los años ochenta. Su
volumen se duplicó entre 1982 y 1988 , hasta alcanzar los
26 000 millones de ecus, frente a unas exportaciones ex­
tracomunitarias de 20 000 millones de ecus en 1988 . En
términos globales , la ingeniería eléctrica representó el
5 % del comercio intracomunitario total en 1988 (frente
al 3,9 % en 1982) y constituye, por su importancia, el 0) Rec. 1988 , p . 4067 .
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limitar su intensidad al mínimo indispensable para redu­
cir sus efectos sobre los demás competidores , tanto en el
plano nacional como en el internacional.

Por lo que respecta a las empresas beneficiarías de las
ayudas —las filiales de ABB que adquirieron los activos
de CCC—, la Comisión es consciente, y así lo ha refle­
jado en la presente Decisión, de que las autoridades espa­
ñolas y ABB habían pactado que dichas empresas no re­
sultarían afectadas por ningún acontecimiento relacio­
nado con las antiguas cargas de CCC. Para evitar esa
contingencia, ambas partes acordaron que las filiales de
ABB adquirirían los activos de CCC y declararon en el
acuerdo transaccional que las medidas previstas en el
mismo no debía considerarse en ningún caso que consti­
tuían una sucesión de empresas .

Pese a ello, la Comisión considera que, a diferencia de
otros casos de ayudas estatales (véase, por ejemplo, la
Decisión 89/66 1 /CEE de la Comisión, Alfa Romeo con
respecto a Fiat), el beneficiario de la ayuda en el caso de
CCC —las filiales de ABB— no ha sido un tercer agente
económico ajeno a los hechos sucedidos antes de que las
filiales adquirieran los activos , sino una parte activa que
negoció previamente con el Estado condiciones que,
como la Comisión concluyó, contenían elementos de
ayuda estatal .

Como ya se ha expuesto en otras secciones de la presente
Decisión, existe un vínculo indudable entre las interven­
ciones públicas y la decisión final de ABB de tomar el
control de CCC. Este vínculo se observa tanto en la con­
donación de deudas y la retirada de las garantías desti­
nadas a asegurar dichas deudas, como en la asunción
anormal de los costes de reestructuración que el Estado
y ABB negociaron después de que esta última aceptara
los planes de absorción de ABB .

Además, la Comisión ha llegado a la conclusión de que
las actividades económicas relacionadas con los activos
de CCC han recibido ayudas estatales, puesto que, con
arreglo a las condiciones de adquisición acordadas con
ABB, el Estado no sólo ha renunciado a recuperar sus
créditos, sino que ha realizado un gasto extraordinario y
considerable para evitar que desaparecieran tales activi­
dades económicas . Por otra parte, las circunstancias par­
ticulares del presente caso ponen de manifiesto que toda
la operación constituye un plan deliberado para que ABB
continúe explotando las actividades productivas de CCC,
sin tener que hacer frente a una parte considerable de las
cargas financieras que ABB habría tenido que soportar
para adquirir el control de dichas actividades antes de
que se declarara la quiebra.

ABB (enumerados en el punto 3 de la sección IV de la
presente Decisión), tanto la condonación de las deudas,
que dio lugar al primer elemento de ayuda, como la co­
bertura de los costes sociales de reestructuración, se­
gundo elemento de ayuda, son ilegales , ya que fueron
aprobadas por el Gobierno español infringiendo lo dis­
puesto en el apartado 3 del artículo 93 del Tratado.

La aprobación, en diciembre de 1987, de las ayudas a los
trabajadores de CCC previstas en el régimen de ayuda
establecido al amparo de la Ley n° 27/ 1984 sólo fue po­
sible gracias a la prórroga ilegal, por un período de un
año —hasta finales de 1987— de determinados capítulos
de dicho régimen. El Gobierno español aprobó esta pró­
rroga el 24 de diciembre de 1986 incumpliendo la obliga­
ción de notificarla y de solicitar la correspondiente auto­
rización previa a la Comisión, tal y como establece el
apartado 3 del artículo 93 . Por consiguiente, conforme al
Derecho comunitario, la prórroga del régimen de ayudas
y la concesión de la ayuda correspondiente sin notifica­
ción previa a la Comisión son ilegales .

En cuanto a la condonación de las deudas , en la infor­
mación que transmitieron a la Comisión, las autoridades
españolas admitieron que, en agosto de 1989, habían
aceptado formalmente una oferta dé ABB para asumir el
control de las actividades industriales del grupo privado
CCC (véase la sección III de la presente Decisión). Esta
oferta, según consta en la carta dirigida por ABB al Mi­
nisterio de Industria español el 20 de julio de 1989 (véase
la sección IV de la presente Decisión), estaba supeditada
a la aceptación por parte del Estado de la condonación
de las deudas pendientes de las empresas . Esto demuestra
que las autoridades españolas se comprometieron firme­
mente a conceder esta ayuda a ABB en agosto de 1989
sin notificarlo previamente a la Comisión.

En cuanto al procedimiento legal seguido conforme a la
legislación española para hacer efectiva la ayuda, debe
señalarse que, a raíz de la Resolución del Parlamento es­
pañol de 22 de marzo de 1988 , el Gobierno español ini­
ció el procedimiento administrativo presentando el co­
rrespondiente proyecto a la Comisión Delegada del Go­
bierno para Asuntos Económicos, que dio su aprobación
en julio de 1989 . También se consultó al Consejo de Es­
tado. La ayuda no fue notificada previamente a la Comi­
sión con arreglo a lo dispuesto en el apartado 3 del ar­
tículo 93, a pesar de los principios precisos de ilegalidad
y de notificación de las ayudas que la Comisión ha
puesto en conocimiento de los Estados miembros.

En efecto, en su carta a los Estados miembros de 27 de
abril de 1989, en la que recordaba las obligaciones que
se derivan del apartado 3 del artículo 93 , la Comisión
señalaba que un Estado miembro incumple su obligación
de notificar cuando ya ha iniciado el proceso para la en­
trada en vigor de la ayuda. «Entrar en vigor» no significa
el pago de la ayuda al beneficiario, sino que consiste en
la acción previa de crear o establecer la misma a nivel
legislativo, de conformidad con las normas constitucio­

VII

En cuanto a la calificación jurídica a la luz del Derecho
comunitario de los elementos de ayuda a las filiales de
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nales del Estado miembro de que se trate . Por lo tanto,
se considera que una ayuda ha entrado en vigor en
cuanto se pone en marcha la maquinaria legislativa nece­
saria para su concesión.

En el caso que nos ocupa, es evidente que la ayuda ya
había sido concedida sin notificación previa a la Comi­
sión, como exige el apartado 3 del artículo 93, mucho
antes de que las autoridades españolas facilitaran por vez
primera información mediante sus cartas de febrero y a­
bril de 1990 . Para entonces , la ayuda estaba firmemente
comprometida gracias a una serie de decisiones de distin­
tos órganos administrativos nacionales que nunca fueron
notificadas a la Comisión.

Cabe señalar, por último, que la mencionada decisión de
diciembre de 1987 de conceder una ayuda al amparo de
la Ley n° 27/ 1984 creaba derechos en favor de los traba­
jadores de las empresas afectadas y obligaciones para el
Estado .

Las autoridades españolas, que niegan que las interven­
ciones constituyan ayudas, no pueden pasar por alto que,
el 22 de diciembre de 1988 , el Tribunal de Defensa de la
Competencia español ya dictaminó que tanto las medidas
sociales adoptadas al amparo de la Ley n° 27/ 1984 como
la condonación de deudas (especialmente las relativas a
las contribuciones a la Seguridad Social) podían consti­
tuir ayudas que falseaban la competencia. A pesar de
ello, el proyecto de ayuda no fue notificado a la Comi­
sión.

Por consiguiente, la Comisión se ve obligada a concluir
que los elementos constitutivos de ayuda a las filiales de
ABB identificadas en la sección IV de la presente Deci­
sión son ilegales, dado que el Gobierno español infringió
lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 93 .

La situación creada por esta infracción de las disposicio­
nes del Tratado es particularmente grave si se tiene en
cuenta que las intervenciones públicas que originaron los
elementos constitutivos de ayuda ya se han llevado a
cabo. Por lo tanto, debe recordarse que, habida cuenta
del carácter imperativo de las normas de procedimiento,
tal y como establece del apartado 3 del artículo 93 , im­
portantes también desde el punto de vista del orden pú­
blico —cuyo efecto directo fue reconocido por el Tribu­
nal de Justicia de las Comunidades Europeas , en su sen­
tencia de 19 de junio de 1973 en el asunto 77/72 Capo­
longo Carmine/Azienda Agrícola Maya O—, la ilegali­
dad de los elementos constitutivos de ayuda en el caso
que nos ocupa no puede ser subsanada a posteriori.

No obstante, la Comisión está obligada a seguir los pro­
cedimientos previstos en el apartado 2 del artículo 93, tal
y como reconoció el Tribunal de Justicia de las Comuni­
dades Europeas, en su sentencia de 14 de febrero de
1990 en el asunto C-301 /87 Francia/Comisión (2).

VIII

El apartado 1 del artículo 92 del Tratado establece que
las ayudas que reúnan las condiciones establecidas en di­
cha disposición son, en principio, incompatibles con el
mercado común.

Las excepciones previstas en el apartado 2 del artículo 92
no son aplicables en este caso debido a la naturaleza de
los elementos constitutivos de ayuda, que no están orien­
tados a la consecución de tales objetivos .

El apartado 3 del artículo 92 enumera las ayudas que
pueden ser consideradas compatibles con el mercado co­
mún. La compatibilidad con el Tratado debe evaluarse
en el contexto de la Comunidad en su conjunto y no en
el de un solo Estado miembro . Con el fin de garantizar
el correcto funcionamiento del mercado común, y te­
niendo en cuenta el principio consagrado en la letra f)
del artículo 3 del Tratado, las excepciones previstas en el
apartado 3 del artículo 92 deben interpretarse con crite­
rio restrictivo al examinar un régimen de ayudas o la
concesión de una ayuda individual. Concretamente, sólo
pueden ser invocadas cuando la Comisión esté conven­
cida de que, sin la ayuda, las fuerzas del mercado por sí
solas serían insuficientes para orientar a los beneficiarios
hacia formas de actuación que contribuyan al cumpli­
miento de uno de los objetivos de las mencionadas ex­
cepciones.

La aplicación de tales excepciones a casos que no contri­
buyen a estos objetivos, o cuando la ayuda no es necesa­
ria para estos fines, equivaldría a conceder ventajas a los
sectores o empresas de determinados Estados miembros,
cuya posición financiera se vería reforzada artificial­
mente, de un modo que afectaría al comercio entre los
Estados miembros , además de falsear el juego de la com­
petencia sin justificación alguna desde el punto de vista
del interés común a que se refiere el apartado 3 del ar­
tículo 92 .

En cuanto a la aplicabilidad de las excepciones previstas
en las letras a) y c) del apartado 3 del artículo 92 a las
ayudas que fomentan o favorecen el desarrollo de deter­
minadas regiones, conviene señalar que, tal y como de­
clararon las autoridades españolas, las antiguas plantas
industriales de CCC en Córdoba y Valladolid están si­
tuadas en regiones asistidas que pueden ser objeto de
ayudas regionales en virtud de lo dispuesto en la letra a)
del apartado 3 del artículo 92 ; las plantas de Trápaga,
Galindo y Reinosa se hallan en regiones asistidas en vir­
tud de lo dispuesto en la letra c) del apartado 3 del ar­
tículo 92, y las de Sabadell y Madrid, en regiones no
asistidas.

Por lo tanto, las regiones en las que están situadas las
plantas de Trápaga, Galindo, Reinosa, Sabadell y
Madrid no presentan un nivel de vida anormalmente
bajo ni están en una grave situación de subempleo con
arreglo a la letra a) del apartado 3 del artículo 92, por lo
que la excepción a la incompatibilidad prevista en dicho

o Rec. 1973, p . 611 .
O Rec. 1990, p . 1-307 .
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artículo no puede aplicarse a las ayudas que les han sido
concedidas. Por su parte, aun cuando las plantas de Cór­
doba y Valladolid estén situadas en regiones comprendi­
das en la letra a) del apartado 3 del artículo 92, y el
resto, salvo Madrid y Sabadell, en las regiones a que se
refiere la letra c) del apartado 3 de dicho artículo, nin­
guna de estas dos excepciones de carácter regional es
aplicable a los elementos constitutivos de ayuda aquí
considerados, porque las ayudas destinadas a rescatar y
reestructurar empresas en dificultades , como en el pre­
sente caso, sólo pueden acogerse a tales excepciones
cuando se conceden en condiciones restringidas y con­
troladas (véase el Octavo Informe sobre la Política de
Competencia, punto 228) que cumplan los requisitos de
aplicación de la letra c) del apartado 3 del artículo 92 de
carácter sectorial (véase más adelante). En particular, las
ayudas deben, entre otros requisitos, estar estrictamente
supeditadas a la aplicación, por parte de los beneficia­
rios, de medidas de reestructuración que restablezcan
realmente su viabilidad sin producir efectos inaceptables
sobre las condiciones de competencia en la Comunidad .

un Estado miembro a otro ; funciona como medio para
mantener el statu quo, al evitar que las fuerzas que inter­
vienen en la economía de mercado produzcan sus conse­
cuencias lógicas, como, por ejemplo, la desaparición de
empresas no competitivas en su proceso de adaptación a
los cambios en las condiciones de competencia. Por este
motivo, la Comisión se bas^ en un criterio restrictivo a la
hora de determinar la compatibilidad de las ayudas de
rescate y reestructuración de empresas en dificultades .
En concreto, la Comisión exige que tales intervenciones
públicas estén estrictamente supeditadas a la aplicación
de un sólido programa de reestructuración o reconver­
sión capaz de restablecer la viabilidad a largo plazo de la
empresa beneficiaría, programa que debe asimismo in­
cluir una compensación por la ayuda, además del juego
normal de las fuerzas del mercado alteradas por la
ayuda, es decir, que el beneficiario debe contribuir al
cumplimiento de los objetivos de la Comunidad estable­
cidos en el apartado 3 del artículo 92 . En la práctica,
esto significa que la Comisión debe controlar minuciosa­
mente si las características de los programas de reestruc­
turación de las empresas en dificultades rescatadas por el
Estado son aceptables desde el punto de vista del interés
común.Además de las razones antes alegadas para justificar la

no aplicabilidad de las excepciones previstas en las letras
a) y c) del apartado 3 del artículo 92 a los casos de in­
compatibilidad basada en criterios regionales, también es
necesario señalar que las medidas de ayuda consideradas
no se refieren a la aplicación de regímenes de ayudas re­
gionales existentes en las regiones afectadas , sino que
más bien se trata de intervenciones concretas del Go­
bierno español para permitir el mantenimiento de las ac­
tividades industriales de CCC.

En el caso de CCC, la Comisión debe examinar las ca­
racterísticas de los programas de reestructuración que los
compradores de los activos de CCC puedan haber dise­
ñado con respecto a estas instalaciones industriales, dado
que las empresas del grupo CCC ya no son responsables
de sus actividades industriales .

En cuanto a las excepciones previstas en la letra b) del
apartado 3 del artículo 92, las circunstancias del caso no
permiten de ningún modo considerar que dichas ayudas
estaban destinadas a fomentar un proyecto de interés co­
mún europeo o a poner remedio a una grave perturba­
ción de la economía española. Además, las autoridades
españolas no invocaron tales argumentos para justificar
la compatibilidad de tales ayudas .

Debe señalarse, a este respecto , que el apartado 1 del
artículo 92 está destinado a evitar el falseamiento de la
competencia que producen las ayudas estatales, «favore­
ciendo a determinadas empresas o producciones»; en este
último caso, independientemente de la entidad jurídica
responsable de dicha producción .

En cuanto a la excepción prevista en la letra c) del apar­
tado 3 del artículo 92 para las ayudas destinadas a favo­
recer el . desarrollo de determinadas actividades económi­
cas, siempre y cuando no afecten negativamente a las
condiciones de los intercambios en forma contraria al in­
terés común, cabe señalar en primer lugar que la ayuda
pública concedida con ocasión de la venta de los activos
de CCC entra en la categoría de las ayudas destinadas a
rescatar y reestructurar empresas con dificultades, dado
que tanto la posición financiera como los resultados eco­
nómicos del grupo habían sido siempre precarios . Ade­
más, como las propias autoridades españolas han recono­
cido, el grupo CCC estaba al borde de la quiebra cuando
tuvieron lugar las intervenciones públicas .

Impedir a la Comisión ejercer el control de los proyectos
de ayudas de rescate y reestructuración de actividades
industriales cuando las instalaciones industriales relacio­
nadas con tales actividades son transferidas por los agen­
tes económicos interesados a otras entidades jurídicas
significaría dejar sin contenido los artículos 92, 93 y 94
en determinadas situaciones, creando una excusa para
eludir las disposiciones del Tratado. Tal sería el caso si
se permitiera a las empresas evitar el control de la Comi­
sión al reestructurar sus actividades industriales mediante
la transferencia de sus activos a otra entidad jurídica. En
estos casos , el principio contenido en el Tratado de ga­
rantizar que no se falsee la competencia en el mercado
común en forma contraria al interés común, consagrado
en la letra f) del artículo 3 y en el artículo 92, y cuya
aplicación se confía a la Comisión, debe prevalecer sobre

La ayuda a empresas en dificultades implica el enorme
riesgo de trasladar desempleo y problemas industriales de
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toda forma o cobertura jurídica que pudiera impedir su
aplicación.

En el caso que nos ocupa, las autoridades españolas no
facilitaron inicialmente a la Comisión la prueba de que
los elementos de ayuda que contenían sus intervenciones
están vinculados a un programa aceptable de reestructu­
ración de las instalaciones industriales adquiridas por las
filiales de ABB (véase la sección IV de la presente Deci­
sión).

Con posterioridad, la Comisión mantuvo contactos con
las autoridades españolas en abril , mayo y julio de 1991
y en marzo de 1992, con objeto de obtener información
detallada que pudiera permitirle cuantificar con precisión
los elementos de ayuda a ABB identificados así como
una descripción precisa de las futuras medidas de rees­
tructuración previstas por ABB con respecto a las instala­
ciones industriales anteriormente propiedad de CCC.

Desgraciadamente, a pesar de estos contactos, los inten­
tos de la Comisión de proseguir las conversaciones con
arreglo a los criterios propuestos antes expuestos no pro­
dujeron ningún resultado, debido a la insistencia de las
autoridades españolas en afirmar que las intervenciones
públicas no contenían ningún elemento de ayuda estatal .

En estas circunstancias , la Comisión se vio obligada a
continuar examinando el caso sin la cooperación efectiva
de las autoridades españolas en lo que respecta a los
puntos de debate esenciales propuestos a éstas. También
ha de señalarse que, al mismo tiempo, la Comisión pre­
sentó sus observaciones al Tribunal de Justicia de las Co­
munidades Europeas , en el marco del procedimiento ini­
ciado a raíz de la demanda presentada por el Gobierno
español para obtener la anulación de la Decisión de la
Comisión de 25 de julio de 1990 de incoar el procedi­
miento previsto en el apartado 2 del artículo 93 .

Mediante carta con fecha de 12 de junio de 1992, un
bufete actuando en nombre y representación de ABB
ASEA-BROWN BOVERI Ltd - Zúrich (Suiza), solicitó
presentar observaciones a la Comisión con respecto a la
decisión que ésta estaba preparando.

El 8 de julio de 1992 , ABB presentó por escrito las pri­
meras observaciones .

El 16 de noviembre de 1992 , ABB presentó a la Comi­
sión un informe sobre la idoneidad del precio pagado
por la filiales de ABB por la adquisición, el 3 de julio de
1990, de determinados activos de CCC en España. Este
informe, realizado por Price Waterhouse, concluía que el
precio pagado por ABB por los activos netos de CCC,
excedía del límite superior estimado de una escala de va­
loración equitativa del mercado.

Mediante carta con fecha de 23 de noviembre de 1992 ,
ABB facilitó información sobre el programa de reestruc­
turación de las actividades que anteriormente pertenecían
a CCC. ABB completó dicha información mediante sen­
das cartas de 27 de enero y 10 de febrero de 1993 .

ABB proporcionó estos datos «con la expresa advertencia
de que ABB no acepta la alegación de que se concedió
una ayuda en el contexto de la adquisición de los activos
de CCC, y de que apoya la postura del Gobierno espa­
ñol según la cual la Comisión no está facultada para lle­
var a cabo la presente investigación».

Esta información demuestra que ABB ha realizado un
programa de reestructuración muy restringido después
de adquirir determinados activos que anteriormente fue­
ron propiedad de las empresas de CCC . Como parte de
dicho programa, ABB ha reducido la capacidad de pro­
ducción y ha racionalizado ésta, ha transferido tecnolo­
gía y llevado a cabo un amplio programa de inversiones .

ABB confirmó que «había un significativo exceso de ca­
pacidad en el sector de equipamiento eléctrico antes de
la adquisición de los activos de CCC y de la reestructu­
ración llevada a cabo por ABB». Según ABB, «este ex­
ceso de capacidad resultaba especialmente oneroso para
el sector, teniendo en cuenta que, desde la adhesión de
España a la Comunidad, las importaciones en el mercado
español habían adquirido más importancia . Este factor
ejercía una presión competitiva adicional en el sector».

La reducción de la capacidad de producción ha seguido
varios caminos : cierre de una fábrica en su totalidad ; re­
ducción de las líneas de producción paralelas, pasando
de 2 o 3 líneas por producto a sólo una por producto ;
reducción de las áreas de producción, mediante el cierre
de naves ; reducción del equipo de producción mediante
la conversión en chatarra y enajenación de maquinaria e
instalaciones ; y reducción de personal .

La planta de Erandio ha sido cerrada en su totalidad . La
parte del equipamiento que se había quedado obsoleta ha
sido convertida en chatarra. Otra parte , en concreto las
máquinas de producción más recientes, ha sido transfe­
rida a la planta de Galindo en sustitución de la vieja ma­
quinaria qu¿ había en esta última, que, a su vez, ha sido
también convertida en chatarra . En muy pocos casos, las
máquinas de Erandio han sido utilizadas como comple­
mento del equipamiento de Galindo, de forma que se
disponga de las instalaciones mínimas necesarias para la
viabilidad deí nuevo programa de producción .

Además, la fabricación de motores industriales, de equi­
pos de tracción y de transformadores en la fábrica de
Sabadell ha sido abandonada.

Una parte importante de las máquinas y equipos restan­
tes adquiridos a las empresas de CCC ha sido retirada,
convertida en chatarra o destruida, con el fin de reducir
la capacidad de producción a un nivel que permita renta­
bilizar la producción.

Dentro del programa de reestructuración, ABB ha reor­
ganizado la estructura de producción anterior. Se trata,
sobre todo, de concentrar las actividades , de forma que
no más de una empresa realice actividades relacionadas
con un producto específico . También se ha reducido el
número de líneas de producción existentes anterior­
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producción facilitada por ABB se resume en los siguien­
tes cuadros (*) :

mente, y se ha concentrado la producción de los distin­
tos productos en un sola línea, eliminando trabajos y ac­
tividades paralelos .

Los resultados de las diferentes medidas adoptadas son
patentes si se examinan las cifras relativas a la capacidad
de producción anterior y posterior a la reestructuración.
La información sobre la reducción de la capacidad de

O Para garantizar el respeto de su carácter confidencial , se
omitirán las referencias a cifras absolutas sobre la capacidad
de producción en la publicación del Diario Oficial de las Co­
munidades Europeas.

CUADRO A

Línea
Capacidad antes de la adquisición Capacidad después de la adquisición

Horas directas MW Horas directas MW

Generación [. . .] [. . .] [. . .] [. . .]
Motores industriales [. . .] [. . .] [. . .] [. . .]
Tracción (incluidos motores) [. . .] [. . .] [. . .] [. . .]
Transformadores (*) [. . .] [. . .] [. . .] [. . .]
Conmutadores de alta tensión (2) [. . .] [. . .] [. . .] [. . .]

(') Las cifras correspondientes a los transformadores se expresarán en MVA, no én MW.
(l) Queda excluida del análisis la producción de conmutadores de alta tensión, porque el programa de reestructu­

ración ha originado cambios en el contenido nacional y en la integración del producto que imposibilitan la
comparación .

CUADRO B

Reducción de la capacidad

Línea Horas directas °/o MW %

Generación [. . .] 63,4 % reducción [. . .] 63,3 % reducción
Motores industriales [. . .] 60,7 % reducción [. . .] 60 % reducción
Tracción (incluidos motores) [. . .] 42,4 % reducción [. . .] 36,3 % reducción
Transformadores [. . .] 51,7 % reducción [. . .] 53,3 % reducción

51,5 % reducción 55,7 % reducción
(media) (media) (l)

(*) Debe tenerse en cuenta que las cifras sobre la media global en MW están sesgadas, porque la capacidad de los
transformadores se expresa en MVA.

Estas cifras pueden compararse también con los datos globales sobre la demanda y la
capacidad de producción en España :

CUADRO C

Línea MW Demanda Capacidad global Capacidad
España 1990 CCC 1990

Capacidad
tras la

reestructuración

Generación 2 000 4 107 [. . .] [. . .]
Motores industriales 450 880 [. . .] [. . .]
Tracción (incluidos motores) 700 518 [. . .] [. . .]
Transformadores 3 500 7 500 [. . .] [. . .]
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Como parte importante del programa de reestructura­
ción, ABB ha adoptado muchas medidas para racionali­
zar la producción con objeto de hacerla más productiva
y viable.

La medidas de racionalización comprenden la introduc­
ción de un nuevo plan de distribución de los «flujos de
producción» de las empresas, la introducción de nuevos
métodos de planificación, como los suministros «just-in­
time» y la desaparición de existencias intermedias, la me­
jora de la calidad de producción, la reducción de la su­
perficie de las fábricas y la mejora del servicio .

Las medidas que se acaban de mencionar sólo son parte
de un complejo programa de racionalización que aún no
ha llegado a su término. No obstante, ya han producido
importantes resultados : la productividad laboral ha au­
mentado en más de un [. . .] % ; los tiempos de fabrica­
ción de la empresa se han reducido en un [. . .] % ; las
existencias de la empresa se han reducido en un [. . .] % ;
el índice de fallos en los ensayos se ha reducido del
[. . .] % al [. . .] % ; las entregas dentro de plazo han au­
mentado, pasando de un [. . .] % a un [. . .] %, y la su­
perficie de la fábrica se ha reducido en un [. . .] % (').

La transferencia de tecnología a los sectores que están en
proceso de reestructuración utilizando los activos adqui­
ridos a CCC tiene un valor estimado superior a 250 mi­
llones de dólares estadounidenses .

Mientras el proyecto original del programa de inversio­
nes —y el compormiso que formaba parte de la transac­
ción en virtud de la cual ABB adquirió determinados ac­
tivos de CCC— preveía una inversión cercana a 5 600
millones de pesetas, el plan de inversiones revisado que
se está desarrollando actualmente prevé una inversión to­
tal de 10 523 millones de pesetas .

El 18 de diciembre de 1992 y el 9 de marzo de 1993 , la
información facilitada por ABB a la Comisión fue trans­
mitida a las autoridades españolas coi), objeto de que for­
mularan sus observaciones .

Mediante cartas con fecha de 18 de enero y de 20 de
abril de 1993 , las autoridades españolas , reafirmando
que, en su opinión, las intervenciones objeto de la inves­
tigación no contenían elementos de ayuda, informaron
también a la Comisión que suscribían el programa de
reestructuración de ABB con el fin de beneficiarse de la
posible aplicación de la incompatibilidad prevista en la
letra c) del apartado 3 del artículo 92 del Tratado .

A la luz de la información facilitada por ABB y de su
confirmación por parte de las autoridades españolas , la
Comisión ha llegado a las siguientes conclusiones :

Con respecto al informe sobre la idoneidad del precio
pagado por ABB por determinados activos de CCC, la
Comisión se ve obligada a señalar que el hecho de que

ABB comprara CCC por un precio de mercado justo,
como trata de demostrar el informe, no es razón sufi­
ciente para concluir que las intervenciones de las autori­
dades españolas destinadas a rescatar las actividades in­
dustriales de CCC no contenían elementos constitutivos
de ayuda .

El hecho de que un comprador pague un precio razona­
ble por una empresa —es decir, un precio basado en ex­
pectativas razonables de recuperación de la inversión con
una tasa de rendimiento razonable y en un plazo razona­
ble— soló demuestra que ha actuado como lo haría un
inversor privado razonable en una economía de mercado .
Pero esta actuación del comprador no excluye la posibili­
dad de que el Estado, por su parte, conceda una ayuda,
si no actúa como un inversor privado en una economía
de mercado con respecto a los participantes en la adqui­
sición (comprador y vendedor). En concreto, en el caso
de CCC, el Estado no actuó como habría hecho en la
misma situación y en circunstancias similares un acreedor
privado en una economía de mercado „ (véase la sección
VI de la presente Decisión).

En el caso que nos ocupa debe afirmarse una vez más
que la existencia de una ayuda en favor de ABB parece
quedar claramente demostrada por el hecho de que el
Estado, a pesar de las garantías de que disponía, no re­
cuperara ninguna cantidad por los activos comprados
por ABB, y de que ABB participara activamente en las
negociaciones que se celebraron antes y después de la
adquisición, con la condición de que el Estado asumiera
una parte importante de los costes de reestructuración,
de los que, como acreedor de las empresas, no era en
absoluto responsable .

No obstante, aun cuando las intervenciones de las auto­
ridades españolas contenían elementos de ayuda con
arreglo al apartado 1 del artículo 92 , la ayuda puede ser
declarada compatible con el mercado común de confor­
midad con la letra c) del apartado 3 del artículo 92 siem­
pre y cuando, como se ha explicado anteriormente , esté
vinculada a un programa de reestructuración de las acti­
vidades subvencionadas que pueda ser considerado acep­
table desde el punto de vista de la Comunidad .

Por consiguiente , tal y como la Comisión indicó repeti­
damente a las autoridades españolas , el análisis del caso
debe ser enfocado desde la óptica de la existencia o no
de una compensación suficiente por el falseamiento de la
competencia provocado por la ayuda .

En vista de que las ayudas consideradas fueron concedi­
das para el rescate y la recuperación de actividades in­
dustriales en dificultades, la Comisión debe comprobar
que las ayudas están vinculadas a la aplicación, por parte
de los beneficiarios , de programas de reestructuración
que restablezcan su viabilidad sin producir efectos nega­
tivos sobre las condiciones de competencia desde el
punto de vista comunitario . A este respecto, la Comisión
exige en pricipio que los beneficiarios cierren las líneas
de producción que no sean rentables o reduzcan la capa­
cidad de producción .

(') Para garantizar el respeto de su carácter confidencial , las ci­
fras no figurarán en la publicación del Diario Oficial de las
Comunidades Europeas.
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Como consecuencia de la intervención de ABB en el pro­
cedimiento, la Comisión ha obtenido por vez primera in­
formación detallada sobre las medidas de reestructura­
ción aplicadas por dicha empresa.

De esta información se deriva que el programa de rees­
tructuración de las actividades subvencionadas previsto
por ABB reducirá la capacidad de producción en todas
las líneas de producción a un índice medio del 51,5 % en
horas directas o del 55,7 % en MW (véase el cuadro B).
Esta iniciativa ha corregido el exceso de capacidad exis­
tente en el mercado español , eliminando tensiones com­
petitivas en el sector a escala comunitaria. También per­
mite a los competidores aumentar su cuota de mercado
en los segmentos correspondientes .

Además, la reestructuración parece destinada a desarro­
llar actividades productivas, rentables y viables que estén
integradas en la estructura del grupo ABB en España.
ABB ha contribuido a este objetivo aportando importan­
tes fondos y conocimientos técnicos para restablecer la
viabilidad de la empresa.
La Comisión también debe tomar en consideración el he­
cho de que el programa de reestructuración aplicado
permitirá crear puestos de trabajo en regiones con pro­
blemas específicos de subdesarrollo y retroceso indus­
trial . Cabe señalar, a este respecto, que el 63 % de la
mano de obra de CCC estaba establecida en regiones
asistidas [el 20 % en regiones a que se refiere la letra a)
del apartado 3 del artículo 92].

Habida cuenta de las consideraciones que preceden, la
Comisión concluye que las antiguas actividades indus­
triales de CCC, actualmente propiedad y bajo responsa­
bilidad de ABB, serán reestructuradas conforme a un
plan que puede ser considerado satisfactorio desde el
punto de vista de la Comunidad.

Como consecuencia de ello, los elementos de ayuda que
contienen las intervenciones de las autoridades españolas
con ocasión de la venta, por parte de CCC, de una serie
de activos seleccionados a las filiales de ABB puede aco­
gerse a la excepción prevista en la letra c) del apartado 3
del artículo 92 del Tratado, ya que no falsean la compe­
tencia dentro de la Comunidad en forma contraria al in­
terés común,

HA ADOPTADO LA PRESENTE DECISIÓN :

Artículo 1

Las intervenciones de las autoridades españolas consis­
tentes en :

— la condonación de deudas por parte de los acreedores
públicos de CENEMESA/CADEMESA/CONELEC
(CCC) por valor de 35 910 millones de pesetas me­
nos los ingresos obtenidos por la venta de determina­
dos activos ; y

— la aplicación del régimen de ayudas establecido por la
Ley n° 27/ 1984, de 26 de julio , sobre reconversión y
reindustrialización para financiar un régimen de jubi­
lación anticipada de los trabajadores de CCC,

acordadas con ocasión de la venta por parte de CCC de
determinados activos seleccionados a las siguientes filia­
les de ASEA-BROWN BOVERI (ABB): «ABB Energía
SA»; «ABB Generación SA»; «ABB Metrón SA»; «ABB
Industria SA»; «ABB Motores SA»; «ABB Nortem SA»;
«ABB Sabadell SA»; «ABB Galindo SA»; «ABB Trafodis
SA»; «ABB Subestaciones SA»; «ABB Trafo SA»; «ABB
Trafonor SA»; «ABB Trafosur SA»; «ABB Tracción SA»;
«ABB Service SA»; «ABB Imasde SA»; «ABB Uno SA»;
«ABB Dos SA»; «ABB Tres SA»; «ABB Cuatro SA»;
«ABB Cinco SA»; «ABB Seis SA» y «ABB Siete SA»,
constituyen una ayuda estatal en los términos del apar­
tado 1 del artículo 92 del Tratado CEE.

La ayuda de que se trata es ilegal conforme al Derecho
comunitario , dado que fue concedida por el Gobierno
español infringiendo lo dispuesto en el apartado 3 del
artículo 93 del Tratado CEE.

No obstante, dicha ayuda puede ser considerada compa­
tible con el mercado común en virtud de lo dispuesto en
la letra c) del apartado 3 del artículo 92 .

Artículo 2

España presentará a la Comisión informes anuales hasta
1995 sobre la aplicación del programa de reestructura­
ción de las actividades industriales antes ejercidas por
CCC y actualmente por ABB.

Artículo 3

El destinatario de la presente Decisión será el Reino de
España.

Hecho en Bruselas, el 22 de julio de 1993 .

Por la Comisión

Karel VAN MIERT

Vicepresidente


	Decisión del Consejo, de 25 de octubre de 1993, relativa a la celebración del Convenio sobre la diversidad biológica
	Decisión de la Comisión, de 22 de julio de 1993, relativa a las ayudas concedidas por las autoridades españolas con ocasións de la venta por Cenemesa/Cademesa/Conelec de determinados activos a Asea-Brown Boveri (El texto en lengua española es el único auténtico)

